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LEGISLATURA 323ª, EXTRAORDINARIA

Sesión de Congreso Pleno, en sábado 9 de noviembre de 1991
(De 11:45 a 15:24)

PRESIDENCIA DEL SEÑOR GABRIEL VALDÉS, PRESIDENTE DEL SENADO
SECRETARIO, EL SEÑOR JOSÉ LUIS LAGOS LÓPEZ, PROSECRETARIO DEL SENADO
(Integran además la Mesa el Presidente de la Cámara de Diputados, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney, y el Prosecretario de la misma Corporación, señor Alfonso Zúñiga Opazo).
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I. ASISTENCIA

Asistieron los Senadores señores:

—Alessandri Besa, Arturo

—Calderón Aránguiz, Rolando

—Cantuarias Larrondo, Eugenio

—Díaz Sánchez, Nicolás

—Díez Urzúa, Sergio

—Fernández Fernández, Sergio

—Freí Bolívar, Arturo

—Freí Ruiz-Tagle, Carmen

—Freí Ruiz-Tagle, Eduardo

—Gazmuri Mujica, Jaime

—González Márquez, Carlos

—Hormazábal Sánchez, Ricardo

—Jarpa Reyes, Sergio Onofre .
—Lagos Cosgrove, Julio

—Larre Asenjo, Enrique

—Lavandera Illanes, Jorge

—Letelier Bobadilla, Carlos

—Martin Díaz, Ricardo

—Mc-Intyre Mendoza, Ronald

—Navarrete Betanzo, Ricardo

—Núñez Muñoz, Ricardo

—r-Páez Verdugo, Sergio

—Palza Corvacho, Humberto

—Papi Beyer, Mario

—Pérez Walker, Ignacio

—Prat Alemparte, Francisco

—Ríos Santander, Mario

—Romero Pizarra, Sergio

—Ruiz De Giorgio, José

—Ruiz-Esquide Jara, Mariano

—Siebert Held, Bruno

—Sinclair Oyaneder, Santiago

—Soto González, Laura 
—Sule Candia, Anselmo

—Thayer Arteaga, William
—Urenda Zegers, Beltrán

—Valdés Subercaseaux, Gabriel

—Zaldívar Larraín, Andrés

Y los Diputados señores:

—Acuña Cisternas, Mario Alberto

—Aguiló Meló, Sergio Patricio

—Alessandri Balmaceda, Gustavo

—Álvarez-Salamanca Buchi, Pedro P.

—Araya, Nicanor de la Cruz

—Bartolucci Johnston, Mario Francisco

—Bayo Veloso, Francisco Leandro

—Bombal Otaegui, Carlos Ramón

—Bosselin Correa, Carlos Hernán

—Caminondo Sáez, Carlos

—Campos Quiroga, Jaime Alfonso

—Cantero Ojeda, Carlos Raúl

—Caraball Martínez, Eliana María

—Cardemil Alfaro, Gustavo Eleodoro

—Carrasco Muñoz, Baldemar

—Cerda García, Eduardo Antonio

—Coloma Correa, Juan Antonio

—Concha Urbina, Juan

—Cornejo González, Aldo Vicente

—Correa De la-Cerda, Sergio Andrés

—Chadwick Piñera, Andrés Pío

—Devaud Ojeda, Mario Enrique

—Dupré Silva, Carlos Emilio

—Elgueta Barrientos, Sergio Benedicto

—Elizalde Hevia, Ramón Julio ~
—Escalona Medina, Camilo Enrique

—Espina Otero, Alberto Miguel

—Estévez Valencia Jaime Luis

—Faulbaum Mayorga, Dionisio Ventura

—Gajardo Chacón, Rubén

—García García, Rene Manuel

—García Ruminot, José Gilberto

—Guzmán Álvarez, José Pedro

—Hamuy Berr, Mario

—Horvath Kiss, Antonio Carlos
—Huenchumilla Jaramillo, Francisco S.

—Hurtado Ruiz-Tagle, Gerardo José M.

—Jara Catalán, Sergio Raúl

—Jara Wolff, Octavio Selín '
—Jeame Barrueto, Víctor

—Kuschel Silva, Carlos Ignacio

—Kuzmicic Calderón, Vladislav Dusa

—Latorre Carmena, Juan Carlos

—Leay Moran, Cristian Antonio

—Leblanc Valenzuela, Luis Enrique

—Letelier Morel, Juan Pablo

—Longton Guerrero, Arturo Luis

—Longueira Montes, Juan Pablo

—Maluenda Campos, María Adela

—Martínez Ocamica, Gutenberg A.

—Martínez Sepúlveda, Juan Leonel

—Masferrer Pellizzari, Juan Alfonso

—Matta Aragay, Manuel José

—Mekis Martínez, Federico Andrés

—Melero Abaroa, Patricio

—Molina Valdivieso, Jorge Guillermo

—Montes Cisternas, Carlos Eduardo

—Morales Adriasola, Jorge Carlos

—Munizaga Rodríguez, Eugenio F.

—Muñoz Barra, Roberto

—Muñoz Dalbora, Adriana Blanca 
—Naranjo Ortiz, Jaime César

—Navarrete Carvacho, Luis Osvaldo

—Ojeda Uribe, Sergio Rodrigo

—Olivares Solls, Héctor Luis

—Orpis Bouchón, Jaime Antonio

—Ortega Riquelme, Eugenio Luis

—Ortiz Novoa, José Miguel

—Palestro Rojas, Mario

—Palma Irarrázaval, Andrés Jaime

—Palma Irarrázaval, Joaquín S.

—Peña Meza, José

—Pérez Muñoz, Juan Alberto
—Pérez Opazo, Ramón Segundo

—Pérez Várela, Víctor Claudio

—Pizarro Mackay, Bruno Sergio

—Prochelle Aguilar, Marina Victoria

—Prokurica Prokurica, Baldo Petar

—Rebolledo González, Víctor Manuel

—Reyes Alvarado, Víctor Fernando

—Ringeling Hunger, Federico José M.

—Rocha Manrique, Jaime Fernando

—Rodríguez Cataldo, Claudio Julio

—Rodríguez Guerrero, Hugo F. .
—Rodríguez Riccomini, Laura Fiora

—Rojo Avendaño, Hernán Roberto

—Rojos Astorga, Julio Werner

—Sabag Castillo, Hosain

—Salas De la Fuente, Edmundo S.

—Seguel Molina, Rodolfo Samuel

—Sota Barros, Vicente Agustín

—Soto Morales, Juan Akín

—Sotomayor Mardones, Andrés

—Taladriz García, Juan Enrique

—Tohá González, Isidro Francisco

—Ulloa Aguillón, Jorge Iván

—Urrutia Ávila, Raúl Armando

—Valcarce Medina, Carlos Raúl

—Valenzuela Herrera, Felipe Ignacio

—Velasco De la Cerda, Sergio B.

—Viera-Gallo Quesney, José Antonio

—Vilches Guzmán, Carlos Alfredo

—Vilicic Karnincic, Milenko Antun

—Villouta Concha, Edmundo

—Yunge Bustamante, Guillermo

Concurrió, además, el señor Ministro del Interior.

Actuó de Secretario del Congreso Pleno el señor José Luis Lagos López, Prosecretario del Senado.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 11:45, en presencia de 38 señores Senadores y 105 señores Diputados.

El señor (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. APROBACIÓN DE ACTAS

El señor (Presidente).-Si no hay oposición, daré por aprobada el acta de la sesión de Congreso Pleno de 21 de mayo de 1991.


Aprobada.

IV. ORDEN DEL DÍA

REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE GOBIERNO

Y ADMINISTRACIÓN REGIONAL Y PROVINCIAL

Y ADMINISTRACIÓN COMUNAL

El señor VALDÉS (Presidente).— Esta sesión de Congreso Pleno ha sido convocada para conocer y votar el proyecto de reforma constitucional sobré gobierno y administración regional y provincial y administración comunal, en conformidad al artículo 117 de la Constitución Política de la República que dispone lo siguiente:



"Las dos Cámaras, reunidas en Congreso Pleno y en sesión pública, con asistencia de la mayoría del total de sus miembros, sesenta días después de aprobado un proyecto en la forma señalada en el artículo anterior, tomarán conocimiento de él y procederán a votarlo sin debate.".


—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 1a, en 4 de junio de 1991.


Informes de Comisión:


Gobierno y Constitución, unidas, sesión 23a, en 6 de agosto de 1991.


Gobierno y Constitución, unidas (segundo), sesión 33a, en 27 de agosto de 1991.


Discusión:


Sesiones 24a, en 7 de agosto de 1991 (se aprueba en general); 33a, en 27 de agosto de 1991 (se despacha en particular).
El señor VALDÉS (Presidente).— En su oportunidad, el Senado y la Cámara de Diputados aprobaron estas reformas con los quorum exigidos por el artículo 116 de la Carta Fundamental.



Si les parece a los señores Parlamentarios, se omitirá la lectura del proyecto.



Acordado.



Por acuerdo de ambas ramas del Congreso, la votación será nominal y se realizará por estricto orden alfabético; asimismo, antes de ella los señores Parlamentarios podrán fundamentar su voto en general. Para este efecto harán uso de la palabra por Comités en el mismo orden señalado y dispondrán de 153 minutos en total, los que se distribuirán de la siguiente manera: Comité Demócrata Cristiano, 36,5 minutos; Comité Renovación Nacional, 33,5 minutos; Comité Partidos por la Democracia y Socialista, 25,5 minutos; Comité Unión Demócrata Independiente, 18 minutos; Comité Radical-Social Demócrata, 15 minutos; Comité Senadores Institucionales, 13 minutos, y Comité Independiente, 11,5 minutos. : La fundamentación se realizará desde el podio instalado al costado de la testera.



Ruego a los señores Parlamentarios respetar el tiempo fijado a cada Comité.



Tiene la palabra el Senador señor Alessandri.

El Senador señor ALESSANDRI.— Señor Presidente, Honorables colegas:



Votaré favorablemente la casi totalidad de las reformas para cuya ratificación ha sido convocado este Congreso Pleno. Sin embargo, quiero hacer especial mención al hecho de que rechazaré la contenida en el inciso segundo de la disposición trigesimater-cera transitoria, que ordena celebrar antes del 30 de junio de 1992 las elecciones populares que se originen por estas enmiendas. Por ello, pido la división de la votación respecto de ese artículo, para que nos pronunciemos separadamente sobre los dos incisos que lo componen.



Creo que habrá imposibilidad práctica para que las elecciones municipales puedan verificarse antes de esa fecha límite.



Debemos considerar que, por mandato de las mismas reformas constitucionales que votamos en estos momentos, tenemos que estudiar y despachar, por lo menos, seis proyectos modificatorios de leyes fundamentales, para que así puedan constituirse nuevas municipalidades y gobiernos provinciales y regionales. Vale analizar si esas iniciativas pueden despacharse en conjunto, o una después de la otra, ya que se podría sostener que sólo una vez promulgada la reforma de una ley cabe proceder a la modificación de otra.



Si apreciamos la enorme importancia que para una fructífera vida comunal y para el desarrollo de una Región tienen todos y cada uno de esos proyectos, debemos convenir en que el Congreso debe llevar a cabo un estudio acucioso de ellos. Una vez cumplida esa tarea, estamos obligados a considerar que el Servicio Electoral requerirá de un tiempo prudencial para dar la debida organización a las elecciones que resulten. Este no puede ser inferior a cuatro o cinco meses de intensa labor, ya que deberán analizarse más de 10 mil candidatos a concejales, dispersos en más de 330 comunas diferentes.



Si se persiste en mantener la disposición señalada, estaremos ante un caso de imposibilidad física de cumplir un mandato constitucional.



No puedo hacerme partícipe consciente de tal situación y, por ello, tengo que rechazar ese texto.



Lo más prudente es esperar el despacho de todos los proyectos que debemos considerar para, una vez escuchado el Servicio Electoral, fijar por ley la fecha de los primeros comicios que deban convocarse.



La insistencia en celebrar las elecciones municipales en junio de 1992 ha ido transformándolas en una simple antesala de las presidenciales y parlamentarias que deben verificarse en 1993. Por esta razón, estimo que las reformas municipal y regional han ido perdiendo sus objetivos supremos, dando acceso, en cambio, sólo al interés de los partidos políticos por ocupar las mejores posiciones ante esta última contienda.



Más de una vez se ha deslizado, por parte de los más altos dirigentes de algunos partidos, la tesis de que las municipales serán las primarias de la próxima elección presidencial. Al país no le conviene que entremos en una etapa acelerada de la lucha por el poder político. Creo que el Gobierno actual necesita que no se desencadene ese proceso; y sus esfuerzos para no perder el apoyo de los partidos que lo sustentan deben hacer meditar sobre aquella conveniencia, que es también de la Nación.



La persistencia en llevar adelante, más que una organización "que permita el desarrollo municipal y regional, un simple proceso eleccionario —al que, aparentemente, sólo tendrán acceso los partidos— pone en abierta pugna dos conceptos que siempre deberían complementarse: el poder y el servicio. Mientras los partidos toman posiciones para enfrentar las posibles elecciones con el objetivo de alcanzar un mayor poder político, pretendiendo ocupar todas las estructuras de los gobiernos comunal y regional, las organizaciones intermedias de las localidades y de las regiones esperan acceder a esas estructuras con la sola finalidad de servir en la mejor forma sus metas comunales y regionales.



Se presenta así una profunda separación entre el poder y el servicio, ya expresada en las encuestas —que acusan una gran despreocupación de las personas por el tema político—, que hace temer que, si no se logra integrar debidamente a la ciudadanía, se puede causar de nuevo el fracaso de las municipalidades y el quebrantamiento de los propósitos de la regionalización.



Es tarea nacional evitar la politización de los municipios y del gobierno regional. Ello sólo se obtendrá profundizando el estudio de las iniciativas legales que se nos propongan, con un criterio de servicio y con la idea de modernizar nuestras instituciones, dando paso a una verdadera democracia participativa.



Cuando se discutían estas enmiendas constitucionales, junto con el Senador señor Thayer tuvimos la oportunidad de plantear que las reformas municipal y regional basadas solamente en la participación de los partidos políticos hieren profundamente las bases de la institucionalidad estable-A ¡ cidas en el artículo 1° de la Carta Funda-mental, y la garantía de la plena igualdad que el artículo 18 de la misma ofrece a los independientes para presentarse como candidatos junto con los miembros de las comunidades partidarias.



Los partidos, por su constitución, por sus objetivos y por su dirección, son de carácter nacional y exclusivamente político, y no pueden pretender ser la expresión monopolizada de una auténtica autonomía municipal. Y si, además, quieren enfrentar las elecciones municipales sobre la base de pactos nacionales, sin considerar los intereses específicos de cada comuna, dicha autonomía pasa a ser prácticamente arrasada.



El artículo 10 de las reformas que votamos propone modificar el artículo 107 de lalf_J Carta Fundamental, sobre administración comunal. En uno de sus incisos reconoce la necesidad de las unidades vecinales en el territorio municipal, "con el objeto" —según expresa textualmente— "de propender a un desarrollo equilibrado y a una adecuada canalización de la participación ciudadana.". ¿Qué desarrollo equilibrado y qué.par-ticipación podrá haber, si no se establece la obligación correlativa de participación de los representantes de dichas unidades vecinales en el concejo municipal?



Por otra parte, las municipalidades han ido adquiriendo importantísimas funciones en materia de educación y de salud; y resultaría —más que conveniente— absolutamente necesario que en el concejo municipal tuvieran cabida los personeros más informados e interesados en estas primordiales actividades. Por eso, al despachar las reformas, insistimos en que se dé la conformación más adecuada a la estructura de los gobiernos municipal y regional para que puedan cumplir con sus altas finalidades.



Sostenemos que los alcaldes deben ser elegidos por sufragio universal, separadamente de la lista de concejales, en donde los independientes tengan igualdad de oportunidades con los candidatos de los partidos. La comunidad debe tener el derecho directo a seleccionarlos, por sus condiciones especiales, para una labor ejecutiva.



Abogamos por que el concejo municipal esté integrado, no sólo por representantes de los partidos, sino también por los componentes de las organizaciones intermedias comunales y vecinales que se hallen directamente interesadas en que se cumplan en la mejor forma las funciones municipales.



Patrocinamos que, en el ámbito regional, las fuerzas vivas competentes en aspectos económicos, sociales y culturales tengan la participación más directa posible en la obtención del desarrollo de su zona.



Al votar las reformas constitucionales expresamos una vez más estos propósitos, con la esperanza de que sean acogidos al estudiarse los proyectos de ley que darán forma a las nuevas municipalidades y a los gobiernos regionales. Afirmamos que ello resulta indispensable para que exista en el país una verdadera democracia participativa, y no simplemente nuevos foros de enfrentamiento político.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Diputado señor Cantero.

El Diputado señor CANTERO.— Señor Presidente, Honorables colegas:



La reforma constitucional que hoy votamos constituye un paso histórico de gran trascendencia que modifica la administración del Estado, y una transformación jurídico-política de amplio alcance en el ámbito municipal y regional, creando las herramientas que harán posible el impulso al desarrollo en forma más equilibrada y armónica.



Esta enmienda incorpora al régimen político-administrativo trascendentales expresiones de descentralización y desconcentración, lo que permitirá adecuar la estructura y acción del Estado a las particularidades de los individuos, traspasando atribuciones y facultades desde el Gobierno Central al regional y al comunal, acercando los servicios públicos a la población y creando un entorno que permita el desarrollo integral con armonía e igualdad de oportunidades.



Descentralización


Se crean los gobiernos regionales para la administración superior de cada región, dotándolos de facultades y atribuciones, al mismo tiempo que se les transfieren importantes recursos económicos, lo que les permitirá actuar decisivamente en su desarrollo social, económico y cultural.



Desconcentración


Se establece la decisión de otorgar mayores facultades a los órganos de la Administración Central del Estado que desarrollan sus funciones en las regiones —secretarías regionales ministeriales, direcciones regionales de servicios públicos nacionales y servicios públicos regionales—, buscando una mayor eficiencia y rapidez en la toma de decisiones y en su administración. Se establece en esta forma la desconcentración regional de los ministerios y de los servicios públicos.



Administración Comunal


Se consagra a la municipalidad como una corporación autónoma de derecho público, cuyo propósito es satisfacer las necesidades de la comunidad local, asegurando su participación en los beneficios del desarrollo social, económico y cultural. Se establece, además, la autonomía financiera de las municipalidades en la administración de sus recursos.


Este constituye uno de los temas de mayor trascendencia en la reforma del sistema municipal, considerando que Renovación Nacional condicionó su apoyo, entre otros aspectos, al respeto irrestricto a la autonomía de los municipios, asi como al perfeccionamiento y consolidación de ésta. Debemos recordar que el Gobierno de la Concertación, en sesión de la Cámara de Diputados de fecha 11 de noviembre del año pasado, con motivo de la aprobación de la reforma municipal, expresó que "requerían de mayores antecedentes jurídicos, constitucionales y legales, en relación al concepto de autonomía, sus implicancias jurídicas, administrativas y de buen gobierno para los efectos de su decisión.".



Si bien la autonomía nunca puede llevar a la total independencia del municipio frente al Estado, ése puede tener mayor o menor grado de independencia según sea su relación con el Gobierno Central.



Para los efectos de determinar ese grado de autonomía, la teoría administrativa analiza ciertos elementos, entre los más relevantes de los cuales pueden citarse los siguientes:



a) Origen y cantidad de poder público. Si la generación de las autoridades locales se hace por la comunidad —sin intervención del Gobierno Central— y si las atribuciones y funciones provienen de la Constitución y la ley, en tal caso el gobierno municipal presenta características propias de la autonomía.



b) Origen y cantidad de los recursos locales. De nada serviría un municipio dotado de trascendentes atribuciones y facultades si no contara con recursos propios y suficientes, debidamente garantizados para poder cumplir sus responsabilidades, razón por la cual éste es el segundo elemento esencial de una verdadera y auténtica autonomía municipal.



c) Control sobre los municipios. Según el tipo de control que se aplique, habrá mayor o menor grado de independencia. En la medida en que el control se limite a los aspectos legales, incluida la inversión, y en que éste se ejerza por un órgano autónomo (independiente del Gobierno), estamos frente a la teoría administrativa de los municipios autónomos.



Hemos cautelado la mantención del carácter técnico de los municipios, preservando la autonomía en su relación con otros órganos de la Administración del Estado, especialmente en los aspectos administrativo y financiero. Asimismo, hemos tratado de reducir al máximo la posibilidad de politización de las municipalidades, reforzando la esencia de su función de servicio a la comunidad.



Todos estos elementos han sido acordados cautelando adecuadamente la autonomía municipal, con lo que se materializa la posibilidad cierta de que se pueda administrar y gobernar las comunas con independencia dentro de las facultades y atribuciones que establecen las leyes.



Renovación Nacional asume esta reforma constitucional como triunfo de sus postulados, por cuanto entre sus objetivos relevantes se ha considerado la necesidad de impulsar la dispersión del poder.



Para los Parlamentarios de Renovación Nacional, los avances logrados en este proceso constituyen un legítimo orgullo, lo que refuerza su vocación regionalista. Han sido nuestros Parlamentarios de Regiones los que, recogiendo el sentir de sus bases, dieron el primer impulso a este proceso. Desde el inicio del trabajo legislativo —en marzo del año pasado— nos preocupamos de elaborar un proyecto alternativo, al mismo tiempo que diseñamos una estrategia que hiciera realidad nuestro anhelo de impulsar las descentralización y desconcentración del país.



Sin embargo, no estamos plenamente satisfechos, porque el sistema electoral acordado" no resulta satisfactorio para las expectativas de la comunidad nacional, ya que — estamos ciertos — generará un proceso de frustración por cuanto los electores desean designar directamente al alcalde. El sistema acordado garantiza a los ciudadanos la posibilidad de "sufragar", pero no de "elegir a su alcalde", materia que deberemos remediar.



Sin embargo, los avances logrados en materia regional justifican nuestros esfuerzos, por cuanto éste no es un proceso terminal; muy por el contrario: es el paso inicial de una gran tarea, de un desafío de promoción del desarrollo de las regiones. Es una tarea perfectible.



Renovación Nacional siente la satisfacción de ver triunfar sus planteamientos. Hemos logrado impulsar un proceso de descentralización y desconcentración largamente anhelado por importantes sectores del país.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Diputado señor Carrasco.

El Diputado señor CARRASCO. — Señor Presidente del Senado, señor Presidente de la Cámara de Diputados, señor Ministro del Interior, señores Parlamentarios:



Hablo en nombre de la bancada de Diputados democratacristianos.



La reforma constitucional que estamos aprobando marcará un hito en la historia del país. Significa el primero y el más importante paso que se haya dado hacia una efectiva descentralización y consolidación del sistema democrático.



El Gobierno del Presidente Aylwin y la Concertación tenían un compromiso con Chile en materia de descentralización y democratización de la institución más fundamental del desarrollo comunal, la municipalidad; compromiso surgido de la convicción más profunda: el país no podrá consolidar y perfeccionar su democracia; ni construir una economía eficiente y equitativa, respetuosa, del medio ambiente, si no se abren caminos efectivos de participación de la población a nivel territorial. Esto estuvo siempre en la base de nuestro compromiso: democratizar la comuna; descentralizar la administración del Estado y procurar un efectivo desarrollo de cada una de las Regiones.



Hoy damos satisfacción a tantos chilenos que anhelaban una municipalidad gestada por voluntad democrática, y que terminará con los últimos resabios del Gobierno autoritario: los alcaldes designados.



Nadie dudará de que la reconquista del derecho a elegir libremente a las autoridades municipales constituye, en definitiva, un sólido fortalecimiento del sistema democrático.



Democratizar la institución más ligada a la comunidad local, el municipio, y abrir institucionalmente al pueblo las perspectivas de participación, para convertirlo de objeto en sujeto de su propio desarrollo, reconociendo la dignidad de las personas y su derecho a participar plenamente en la vida misma de su comunidad como entes activos y no como meros espectadores o cumplidores de órdenes, es transformar la esencia misma del actual municipio autoritario y la estructura de los gobiernos regionales. '


A partir de estas reformas, el país contará con un marco constitucional que ha de permitir, a través de leyes sucesivas, transferir, gradual y selectivamente, competencias y recursos a las Regiones, a fin de que éstas asuman la responsabilidad de su propio desarrollo, incorporando a los más variados sectores de la ciudadanía organizada.



El camino por recorrer no es corto ni sencillo; no todos los problemas y dificultades están necesariamente previstos y resueltos. Sin embargo, aprovechando la experiencia acumulada en el país en varias décadas de esfuerzos parciales, con errores y con aciertos variados; utilizando la capacidad y conocimiento de la gente en diferentes campos y niveles; considerando la amplia labor internacional en este ámbito, podremos construir una nueva institucionalidad que en sí misma será otra palanca de desarrollo, ya que estimulará y multiplicará la creatividad y las capacidades existentes en las Regiones, muchas veces ahogadas por el centralismo público y privado.



Un segundo gran paso que deberemos abordar de inmediato será la aprobación de la Ley de Municipalidad y de los Gobiernos Regionales. En los respectivos preceptos legales tendrá que establecerse con claridad la voluntad política expresada por todos los sectores de avanzar en la descentralización y en la desconcentración, procesos absolutamente indispensables para abrir nuevas oportunidades a la población chilena a través de todo el territorio.



Dado el nuevo marco constitucional y legal, será obligación del Gobierno generar, en el más breve plazo posible, las condiciones para su efectiva operación. Empero, el factor determinante de la velocidad con que se avance y del éxito que se obtenga será de las propias comunidades, a las cuales se transfieren responsabilidades y competencias tan importantes.



La población de comuñas y regiones, sus dirigentes políticos y sociales; sus trabajadores, empresarios y profesionales; la gente del mundo de la cultura y de las comunicaciones, tendrán en sus manos instrumentos valiosos para desatar sus capacidades, estimular la creatividad, articular esfuerzos, obtener recursos y, en definitiva, crear desarrollo en un marco de eficiencia y equidad.



El desafío para comunas y regiones es grande. Pero es preciso reiterar, una vez más, que en ellas no existen solamente enormes potencialidades en recursos naturales. El recurso más valioso es su gente; personas capaces y comprometidas con el país, con una experiencia concreta y una visión directa y cercana de los problemas. Y la comunidad nacional puede y debe confiar en esa gente, porque de su esfuerzo y capacidad surgirá un país nuevo, en un contexto institucional más favorable, a partir de Regiones qué se modernizan y se abre; al mundo, procurando mayor equidad y mejor calidad de vida para todos.



Estamos contestes de que para tener éxito no son suficientes la fuerza jurídica de los cambios de la ley y de la Constitución, ni la voluntad de un Gobierno. El país, como unidad nacional, y cada una de las Regiones; sus autoridades, organizaciones sociales, políticas y culturales; el sector privado, los técnicos, los profesionales, los jóvenes, deben tomar plena conciencia de la trascendencia de los cambios que se avecinan, dejar de ser espectadores y asumir una responsabilidad en la tarea de construir su respectiva Región con las herramientas que hoy se ponen en sus manos y las leyes orgánicas constitucionales que vienen, más sus talentos, su capacidad creadora y sus conocimientos.



No dudamos de que aquellos que se preparen y asuman la responsabilidad de conducir el desarrollo de sus Regiones, aprovechando integralmente los cambios que se avecinan, saldrán adelante. Los que carezcan de voluntad para los cambios, verán pasar a su lado las posibilidades de un desarrollo sostenido, que no supieron aprehender, para seguir atados a un pasado que lo espera todo del Gobierno Central, el que ya no responderá a sus interminables "pliegos de peticiones".



Estoy cierto de que todos respetaremos el acuerdo político; .y, por difícil que sea terminar la legislación faltante, es obligación de todos quienes concurrimos a suscribirlo esforzarnos para tener elecciones en la fecha establecida por la reforma, es decir, antes del 30 de junio de 1992.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Diputado señor Juan Antonio Coloma.

El Diputado señor COLOMA.— Señor Presidente, con emoción me dirijo al Honorable Congreso Pleno, en ésta oportunidad, para fundamentar el voto afirmativo del Partido Unión Demócrata Independiente a la reforma constitucional que hoy nos convoca. En efecto, el último Parlamentario de la UDI que usó de la palabra en una sesión como ésta, fue nuestro correligionario y amigo el Senador Jaime Guzmán Errázuriz.



No puedo esconder a los Honorables Parlamentarios que el tiempo transcurrido no ha borrado el dolor por la pérdida de ese amigo, ese líder, ese formador de una parte importante de nuestras vidas. Sin embargo, no es sólo el dolor de la emoción el que nos embarga. Más que eso, es el recuerdo el que se agiganta de manera sorprendente en la vida de quienes tuvimos el privilegio de conocerlo y quererlo. De manera tal que su presencia, aunque intangible, nos acompaña con fuerza creciente.



Me permito rendir hoy un homenaje a Jaime Guzmán Errázuriz, por su contribución a( la labor de este Parlamento y a esta reforma constitucional.



En momentos en que tengo el honor de ocupar el mismo lugar desde el cual él cumplió su última actuación pública, precisamente ante el Congreso Pleno con motivo de otra reforma constitucional, tal homenaje representa una obligación ineludible y especialmente emotiva.



Paso a referirme a la materia que en esta ocasión nos reúne.



Estoy cierto de que la reforma que ahora refrendamos no satisface en su totalidad las expectativas de ninguna de las colectividades políticas con representación parlamentaria. Tal vez esta circunstancia sea el mejor auspició de la propia reforma. El hecho de haberse alcanzado acuerdo acerca de una materia tan compleja y controvertida, es demostrativo de que todos hemos puesto algo de nuestra parte; sacrificando parcialmente nuestros intereses en beneficio del ''país.



Creo que el acuerdo alcanzado pone de manifiesto la solidez del régimen democrático chileno y la madurez que pueden alcanzar las fuerzas políticas que se disputan las preferencias de los ciudadanos, lo que dista dramáticamente de lo ocurrido veinte años atrás en este país.



Nuestro partido manifestó reiteradamente su posición, en principio adversa, a cualquier reforma constitucional. Estamos convencidos de que las continuas modificaciones a estás normas en el pasado, contribuyeron de manera importante al deterioro de nuestro régimen institucional, restando a los particulares la seguridad que proporciona la Continuidad del ordenamiento básico de la República.



No obstante 10 anterior, contribuimos con nuestro esfuerzo, y hoy con nuestros votos, a la reforma relativa al régimen municipal y regional. Para ello, hemos tenido en cuenta dos razones primordiales.



En primer lugar, la constatación de que, aun con nuestra firme oposición, durante este .mismo año se aprobó la reforma constitucional que permite el indulto presidencial por delitos terroristas, con lo cual ya se alteró la intangibilidad de las normas fundamentales.



En segundo término, el realismo político nos hizo comprender que con la reforma en marcha era inconveniente perjudicar las posibilidades de que nuestra visión de la región y la comuna quedara recogida en las disposiciones que finalmente fueren aprobadas.



Quiero reiterar que a juicio de mi partido, la comuna y la región representan hoy instancias fundamentales de participación ciudadana y de desconcentración del Poder. Fortalecer ambas instancias favorece incuestionablemente la libertad, ya que radica en autoridades locales y, en definitiva, en los propios ciudadanos, la decisión acerca de materias que antes se confiaban al poder central



Creemos que la reforma que hoy aprobamos contiene avances significativos en esta línea, de los cuales nos sentimos esenciales protagonistas. Sin embargo, estamos ciertos de que la modernización del sistema administrativo no será consecuencia de esta reforma, la cual sólo acentúa un proceso que se gestó durante el Gobierno anterior.



Cualquier observador realista puede constatar que el municipio actual tiene muy poco en común con el que existió hasta hace dos décadas. En efecto, la municipalidad dé hoy es un organismo tecnificado, fuerte, dotado de autonomía suficiente para el logro de sus objetivos sociales y consagrado al proceso comunal, que contrasta con el municipio antiguo, débil, inactivo y politizado.



Otro tanto debo decir de la Región, simplemente inexistente hace veinte años y actualmente una pujante realidad. ¿Cuánto más se preocupan hoy por los legítimos intereses regionales las autoridades políticas y, administrativas? Es evidente que aún resta mucho por hacer para erradicar el centralismo —que conlleva ineficiencia—, pero sin duda estamos en mejor pie para vencerlo que en el pasado.



Nuestro partido está convencido de que la reforma que hoy aprobamos no rompe con la situación imperante, sino que es un progreso, un perfeccionamiento, un paso más en un camino abierto con mucho esfuerzo durante los años anteriores.



A la vista de esa realidad, al Partido Unión Demócrata Independiente le enorgullece haber contribuido a la creación del gobierno regional, institución nueva en la historia patria. Lo propio debemos decir de los consejos regionales, a los que se ha dotado de atribuciones que nunca antes se concedieron a poder alguno, salvo al Gobierno Central.



Quiero llamar la atención hacia el enfoque que, a juicio de la UDI, debe darse a la reforma que hoy nos convoca. El progreso alcanzado no debe estimarse como la culminación del proceso de fortalecimiento de la comuna y de la región. Existen muchos desafíos pendientes, que la Unión Demócrata Independiente tiene el propósito de ir abordando en el futuro. Comprometemos desde ya nuestro esfuerzo para estudiar lo que aún queda por hacer, respetando las bases del modelo y evaluando con mesura y sentido estabilizador el resultado que puedan tener las reformas introducidas.



Hemos concordado en la elección popular de las autoridades municipales, reemplazando el sistema actualmente vigente. Nos habría gustado una evaluación más prolongada en el tiempo de las normas constitucionales que nos rigen, sin desconocer las indudables ventajas que pueden atribuirse a la elección popular y que nos han conducido, en definitiva, a prestarle nuestra aprobación.



Sin embargo, el riesgo más evidente que enfrentará el nuevo sistema es la posible politización del municipio. Llamamos á todos los actores políticos a tomar el compromiso de enfrentar las elecciones que se avecinan y —más importante aún— la futura administración municipal, con el propósito de trabajar por el bien de la comuna, subordinando a él los legítimos intereses partidistas.



Asimismo, con el fin de combatir la politización, quiero reiterar en esta ocasión, ante el Congreso Pleno, la necesidad de estudiar en el futuro el escalonamiento en el tiempo de las elecciones municipales. Ello permitirá que al interior de ,1a comuna el debate electoral se plantee sobre temas de neto interés local, preservando a los comicios de la tentación partidista que inevitablemente acompaña, a las elecciones, que se verifican simultáneamente a nivel nacional.



No cabe duda de que todos, legítimamente, mantenemos puntos de discrepancia en estas materias. Sin embargo, hemos demostrado al país que pueden lograrse acuerdos constructivos cuando no se busca imponer la voluntad propia sobre la ajena, sino que se tiene la generosidad de hacer primar lo esencial en lo que se coincide por sobre lo accidental en lo que se discrepa.



Por todo lo anterior, pese a mantener diferencias con el texto aprobado, valoramos lo mucho que se ha hecho en la línea de perfeccionar la administración regional y comunal, y nos sentimos orgullosos del esfuerzo desplegado.



En conjunto con las demás fuerzas política en este sentido, estamos ciertos de entregar al país el resultado de un trabajo serio y profundo, habiendo aprovechado la oportunidad de que dispusimos para aportar al robustecimiento del proceso de regio-nalización y municipalización de la patria.



Por eso, voto que sí a lo medular dé la reforma propuesta.

El señor VALDÉS (Presidente). — Tiene palabra el Senador señor Díez.

El Senador señor DÍEZ. — Señor Presidente, Honorables colegas:



Para Renovación Nacional la ratificación en el Congreso Pleno del proyecto que aprueba la reforma constitucional en materia de regionalización y gobierno interior constituye, sin duda alguna, el logro de una aspiración largamente sostenida y un triunfo político importante.



En efecto, en el documento denominado “La Nueva República", hace ya 20 años, el Partido Nacional, del cual somos legítimos sucesores, proclamaba la necesidad de "establecer la regionalización del país, y con un sentido que hoy nos parece realmente profético, señalaba textualmente: "Es necesario una reforma constitucional para crear los consejos regionales que son el primer paso para una hueva política dé desarrollo regional y descentralización administrativa".



En ese mismo documento destacábamos las consecuencias del fenómeno del centralismo, funestas para el desarrollo político, socioeconómico, cultural y aun espiritual de la nación. El Partido Nacional sostuvo —y lo cito textualmente—? "Considera que la administración y el gobierno del país deben imprimir un desarrollo armónico, gradual y equilibrado de sus diversas regiones geográficas y centros de población. Sólo así la vitalidad y el potencial de Chile corresponderán al rendimiento de todas sus zonas en un nivel similar de productividad y de posibilidades".



Por esta razón, cuando el Gobierno pretendió modificar la Constitución sólo en lo relativo a las elecciones de alcaldes, le hicimos presente que estábamos dispuestos a aprobarla, siempre que en ella se incluyera la reforma de todo el régimen interior y pudiésemos, en la misma Carta, dar satisfacción a nuestras viejas aspiraciones de regionalización.



No faltaron voces que nos trataron de antidemocráticos y dijeron que "sólo era un pretexto para evitar las elecciones municipales". Felizmente, el tiempo nos ha dado la razón.



De común acuerdo, Gobierno y Oposición, hemos elaborado un proyecto de reforma constitucional que constituye la expresión jurídica de los viejos anhelos de Renovación Nacional. Para nosotros esto es un triunfo que nos satisface, porque crea un camino de participación, modernismo y esperanza para todo el país.



Aún suenan en nuestros oídos las palabras que pronunciara su Excelencia el Presidente de la República en Su Mensaje del 21 de mayo último, cuando, después de establecer que el municipio era una institución tradicional de nuestro sistema político, agregó -—y cito textualmente:—•: "En cambio la reforma del gobierno y de la administración regional nos lleva a "terra ignota", se trata de introducir en nuestro sistema político una innovación que no es menor. Carecemos aquí de una historia y de una tradición que nos haya proporcionado una experiencia directa y sostenida en el tiempo». 



Pero no era "terra ignota". No sólo la había estudiado el Partido Nacional e incorporado a su plataforma, sino que muchas organizaciones a lo largo del país la habían analizado varias veces.



En la sesión de la Comisión de Estudios de la Constitución de 1980, celebrada el 25 de septiembre de 1973, el Senador que habla, haciéndose eco de las ideas políticas ya citadas, señaló entre las ideas básicas de la nueva institucionalidad la necesidad de "una mayor descentralización en el aspecto geográfico". Y en la sesión del día siguiente, en el documento "Metas fundamentales para la nueva Constitución", se dispuso, en su número VIII, "la descentralización regional, para que provincias y departamentos, agrupados en zonas de carácter geopolítico, con condiciones socioeconómicas similares, puedan a través de sus organismos regionales tener una efectiva participación en el proceso político, social y económico de la nación".



Sé inició de esta manera un análisis de la realidad nacional que, con la eficiente ayuda de la Comisión Nacional de Regionalización, se transformó en el texto actual de la Constitución de 1980, que hoy estamos reformando.



Dicha Carta estableció el concepto de gobierno y administración regional, creó el Fondo Nacional de Desarrollo Regional y su sistema de administración. Ambas instituciones son base importante de la reforma qué ahora aprobamos.



Coincidimos con el Presidente de la República en que "debemos avanzar por etapas y construir sobre la base de la experiencia". Creemos caminar en el sentido correcto, porque Chile continúa siendo un país de gobierno unitario: una sola ley tiene su imperio en todo el territorio; pero, al mismo tiempo, este poder central que mantenemos en forma eficaz se va desprendiendo de atribuciones y recursos en favor de los gobiernos regionales que aquí se establecen.



En este trámite constitucional estimamos conveniente dejar constancia de algunas materias útiles para la comprensión del texto aprobado y la facilidad del estudio de la historia fidedigna del establecimiento de la ley.



En el primer lugar de importancia está la expresión "autónoma", que se agrega después de la palabra "comuna". Este concepto no se refiere a lo que en Ciencia Política se denomina "Autonomía Política", sino como sinónimo de poder independiente, no sujeto como tal a otros poderes, sino únicamente a la ley, y que no tiene más atribuciones que las que ella misma señala.



Respecto de las facultades de los intendentes, también queremos dejar constancia de que éstos, al actuar como presidentes de los consejos regionales, deberán someten no sólo a la ley orgánica respectiva, sino, además, como es lógico, a las normas que adopte el propio consejo regional que presidan.



Del mismo modo, sus facultades de coordinar, supervigilar o fiscalizar servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de funciones administrativas que operen en la región, excluyen al Poder Judicial, a la Contraloría General de la República, a las Fuerzas Armadas, al Banco Central, etcétera, y también a las municipalidades, sin perjuicio de que la ley orgánica respectiva pueda darles algún rol específico de carácter distinto a la coordinación, supervigilancia y fiscalización.



En lo que dice relación a las facultades normativas del consejo regional, se deduce claramente del texto que está facultado para dictar la reglamentación de su propio funcionamiento, y que su competencia no puede, en caso alguno, extenderse a materias ajenas a las tareas que específicamente le señala la Constitución y que, ciertamente, precisará la ley orgánica respectiva.



También quiero reiterar, porque lo considero importante para el funcionamiento de gobiernos regionales, la constancia que dejáramos en las Comisiones de Gobierno y Constitución, unidas, del Senado en el sentido de que las facultades de los consejos regionales para aprobar presupuestos y la inversión de recursos de la región sobre la base de la propuesta del intendente no tienen las limitaciones que constriñen la acción del Congreso Nacional frente a las iniciativas presupuestarias del Presidente de la República.



El consejo regional, en cambio, tiene iniciativas de inversión. Puede aprobar o rechazar las propuestas del intendente, sustituirlas por otras elaboradas por el propio consejo; todo dentro de los límites legales para la afectación de los recursos y el cumplimiento de los requisitos que le dicte la



Las instituciones son sólo el instrumento para la acción humana. De su comportamiento depende su éxito o fracaso.



El camino que hoy iniciamos queda entregado a la voluntad política que en el futuro exista para dar recursos a estos gobiernos regionales, para no omitir su presencia en la legislación futura que debe ir ampliando la esfera de su competencia; pero, por sobre todas las cosas, a la dedicación, trabajo y sabiduría de los hombres de las regiones del país, a fin de aprovechar una institución eficaz que tienen en sus manos para lograr el bien común de ellas; para ha* cer desaparecer el centralismo, agobiador e injusto, característica propia del desarrollo, etapa que sólo podemos superar con el crecimiento equilibrado de todo el país.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Diputado señor Elgueta.

El Diputado señor ELGUETA.— Señor Presidente, Honorables Parlamentarios, aprobaré la reforma destacando algunos de sus aspectos.



La autonomía municipal, en la idea de la corporación y en la administración de sus finanzas, constituye avances que denotan la ausencia de toda subordinación del Poder Central.



Según Hans Kelsen en su libro "Teoría del Estado", la autonomía implica el origen democrático de ciertos órganos con competencia administrativa local y aquellos dotados de atribuciones para dictar normas generales, y que son las verdaderas entidades autónomas.


¿Cuál será la autonomía propuesta por el constituyente? ¿Una absoluta o una restringida? La primera no existe, pues siempre deberá haber controles externos para asegurar la libertad e igualdad de las personas, evitar las negligencias de los organismos locales e impedir la arbitraria prodigalidad en la inversión de los recursos. El control, en verdad, es indispensable y tiene un triple carácter: por una parte,' el principio de la legalidad de los artículos 6° y 7° de la Constitución Política; el normativo financiero de la Contraloría General de la República, y él llamado recurso de ilegalidad ante los tribunales superiores para que revisen o anulen los actos municipales contrarios al Derecho. En mi concepto, la autonomía municipal y financiera no reviste mayores limitaciones que las expresadas. Y así esperamos desarrollarla en las leyes orgánicas o de otro tipo que la complementen.



Un segundo aspecto se refiere a la voluntad del Estado de descentralizar, desconcentrar, asignar recursos a los gobiernos regionales que crea y desarrollar las regiones.



Pero me pregunto hoy día: ¿qué es el Estado en materia de inversión? Apenas un 25 por ciento, mientras que el sector privado representa él 75 por ciento, al revés de lo que sucedía en la década del 70. Y esta pregunta es válida para el futuro del proceso regionalizador, pues la experiencia demuestra la existencia de un desarrollo exógeno regional —o sea, hacia afuera— mediante la producción de materias primas, en circunstancias de que debe ser endógeno.



Por otra parte, las decisiones y las inversiones privadas tienden cada día a centralizarse más. ¿Cómo conciliar esta reforma regionalizadora con la centralización privada? Es el desafío cuya propuesta no advierto en el proyecto de reforma constitucional, y que espero que se concrete en las leyes complementarias, pues de lo contrario no habrá una real regionalización.



Finalmente, deseo expresar en forma vehemente que una seria limitante al desarrollo regional es la concentración de más del 70 por ciento de los recursos que se destinan a la investigación científica —es decir, a la producción del conocimiento— en la Región Metropolitana, al igual que sucede con la ubicación de las universidades. Por ello, no basta que se traspasen facultades y los recursos de un Estado cada vez más pequeño a las regiones, sino que debe existir en nuestras voluntades de legisladores una señal clara de que no habrá desarrollo regional sin asentar en el extenso territorio del país los centros de investigación científica que le otorguen jerarquía intelectual y conocimiento a los habitantes de las regiones.



Voto que sí.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra la Senadora señora Carmen Frei.



La Senadora señora FREÍ.— Señor Presidente, señor Ministro del Interior, don Enrique Krauss, colegas Parlamentarios:



Hay momentos en que debemos escoger entre lo posible y lo óptimo. La reforma constitucional que hoy aprobamos es, desde luego, la más significativa de las últimas décadas en el plano de la administración interior del Estado. Se inaugura con ella un proceso de descentralización que abarca simultáneamente los aspectos político, económico, social e institucional. Pero aquél no está a la altura de las aspiraciones de las regiones, que son el resultado de una espera que se ha prolongado demasiado tiempo.



Mirado desde una perspectiva historie este paso —que hoy nos parece visionario hasta osado— puede llegar a considerarse en un futuro cercano sólo como un primero y tímido avance.



Sin embargo, no puede torcerse la historia completa de un país de la noche a la mañana, sin antes medir el conjunto de consecuencias derivadas de las decisiones que se adoptan.



Señor Presidente, la concentración de habitantes en un puñado de centros urbanos y muy particularmente en Santiago, no es un fenómeno reciente, sino una característica que ha acompañado al ordenamiento político institucional y administrativo de nuestra patria desde su origen.



Al pensar en lo que significa corregir el crecimiento desigual entre regiones y c muñas, y en la disminución progresiva de la dependencia de las provincias y comunas del Gobierno Central, nos daremos cuenta de lo que implica la, decisión que ahora adoptamos.



Aun considerando todo lo perfectible que puede ser la reforma que hoy aprobamos, podemos estar seguros de que lo conseguido tras largas sesiones de trabajo es el resultado del consenso político de todos los sectores. Esto no es poco; es más, está llamado a perdurar y a ser mejorado como toda obra viva.



Lo conseguido es lo que se puede pedir al inicio de un camino visionario. Se trata de un cambio institucional destinado a disminuir la distancia entre la Administración del Estado y los ciudadanos, ya disminuir, asimismo, la concentración del poder político, mejorando al mismo tiempo su representatividad y dando más participación a la comunidad en la toma de decisiones que la afecta directamente.



Lo cierto es que el camino que conduce a la descentralización constituye la senda correcta, y que de ella no debemos apartarnos si queremos que la ubicación geográfica no divida a los chilenos, sustancialmente en su acceso a los beneficios que produce el conjunto de la sociedad.



Deseo recordar que durante el Gobierno del Presidente Freí se iniciaron las reformas políticas encaminadas al desarrollo equilibrado de las Regiones, la modernización del municipio y, por supuesto, la promoción de las organizaciones comunitarias. No se persiguió otra cosa al crear las regiones de planificación, al impulsar variados proyectos de inversión y al otorgar un fuerte estímulo a los polos regionales de desarrollo.



Nunca sabremos lo que el progreso institucional hubiera conseguido de haber sabido mantener el régimen democrático. Tal vez esta sesión del Parlamento, que nos parece un avance tan importante en la modernización del país, esté atrasada en más de una década.



Las cosas sucedieron de un modo distinto. Lo sabemos bien. No pretendo desconocer hechos ni méritos. Es efectivo que durante el Régimen pasado la estructura del Gobierno Interior y la administración del Estado sufrieron modificaciones importantes. No obstante, resulta igualmente cierto que no bajó hacia las personas el poder de decisión, sino que se imprimió a este proceso un fuerte sello verticalista e impositivo. El poder estuvo lejos de distribuirse mejor * en términos espaciales; por el contrario, los ajustes administrativos realizados hicieron más eficiente el control sobre territorios y personas. En cambio, la reforma constitucional que nos ocupa permite ampliar la participación orgánica de la comunidad y el control efectivo de la población sobre el proceso en el cual se toman las decisiones que la involucran. Por eso, ésta es una reforma democratizadora que produce una auténtica descentralización de la estructura del Gobierno Interior y amplía sustancialmente la autonomía de las Regiones y de las comunas en relación al Gobierno Central.



Tendremos, entonces, gobiernos comunales y regionales más eficientes, participativos y emprendedores que los que hemos conocido hasta ahora; administraciones que estarán en condiciones de satisfacer en mejor medida las necesidades económicas, sociales y culturales de los chilenos, con miras al siglo XXI.



Como democratacristiana y Parlamentaria de la Concertación que apoya al Gobierno que dirige el Presidente Patricio Aylwin, respaldo plenamente esta iniciativa, que significa una valoración profunda de la red de relaciones intermedias que vinculan a las personas con la sociedad y el Estado. Por la doctrina humanista cristiana que sustento y por el conocimiento de la realidad de mi país, tan rico en relaciones y realidades humanas, no abrigo temor alguno 1 en cuanto a que esta mayor autonomía regional y las garantías que se conceden a la expresión de diversidad de lo local, lleguen a afectar la unidad nacional. La solidaridad y el equilibrio entre Regiones no hace otra cosa que fortalecer la unidad de la patria.



Por otra parte, la reforma en curso tiene el gran mérito de ser una invitación a las Regiones para tomar en sus manos el impulso de su propio desarrollo. Esa constituye una oportunidad que, no me cabe duda, han estado esperando y sabrán aprovechar. Menciono esto, especialmente, respecto de la Segunda Región, donde hay recursos humanos y materiales que se desaprovechan por el excesivo centralismo, que hace vegetar o morir iniciativas o proyectos.



Un país que pretende mejorar su inserción en la economía mundial no puede darse el gusto ni el lujo de desperdiciar parte importante de su inteligencia local y regional, la que desde hoy podrá canalizarse progresivamente, para lograr una nueva dignificación del hábitat regional e incluso estimular aún más una diversificada actividad económica.



Tengo la convicción profunda de que lo que hoy empieza con la democratización del Estado deberá continuar y expandirse hasta la democratización de la sociedad en sus diversas gamas y facetas. La autonomía de las estructuras regionales y comunales podrá seguir creciendo en lo futuro, y deberá, por cierto, incluir un porcentaje mayor en la asignación de los recursos y responsabilidades, según lo vaya aconsejando un proceso que es gradual y selectivo.



Espero —y parecerá extraño que lo diga— que esta reforma constitucional sea superada en breve por la dinámica que alcancen las Regiones en la vida del país. La ley no es el límite de las posibilidades de una nación, sino un cauce institucional para su desarrollo.



Ahora bien, el camino más prometedor e inmediato es el de la democratización de los municipios. No me cabe duda de que las comunas tendrán un canal de participación de insospechadas proyecciones a partir del próximo año.



Algunos han hablado del temor que les despierta lo que llaman la "politización" de los municipios. Creo que están en un grave error. La eficiencia de aquéllos se verá acrecentada —y no disminuida—cuando las autoridades legítimamente constituidas tomen en cuenta en los planes de desarrollo y en los proyectos de inversión el parecer de la comunidad organizada sobre el destino de los recursos de que se dispone. Tomar en cuenta a la comunidad en la definición de los programas comunales —y responder por ello— es entender al municipio dentro de una concepción de política democrática en el más noble y amplio de los sentidos.



Por el contrario, lo que sí politiza los municipios —y del peor modo— es mantener autoridades designadas, sin arraigo ciudadano real, que se han heredado sin consulta ni consentimiento de nadie. Lo que sí politiza al municipio —y en la forma más autoritaria— es tener que asistir todavía hoy, pleno restablecimiento de la democracia, triste espectáculo de un verdadero monopolio de la gestión comunal por parte de una minoría que se mantiene en su puesto por obra y gracia de las ataduras legales que todos conocemos. Esa es la politización más peligrosa que podemos concebir, que resulta de todo punto de vista inaceptable, y a la cual, felizmente, empezamos a poner fin en este solemne acto.



Señor Presidente, reconocemos las limitaciones de la reforma constitucional, pero también sus potencialidades. Nuestro deber como representantes de Regiones es dar el consenso para lo que parece posible y responsable hoy. Por eso, los Senadores de la Democracia Cristiana votaremos afirmativamente.

El señor VALDÉS (Presidente).— la palabra el Diputado señor Antonio Horvath Kiss.

El Diputado señor HORVATH.— Señor Presidente:



La opinión pública sabe, en general, que el Congreso se ha reunido en pleno para aprobar las reformas constitucionales que permitirán la elección de alcaldes y concejales. Sin embargo, la reforma incluye aspectos más profundos, puesto que trae aparejado un avance notable en él proceso regionalizador. Este aspecto trascendente se debe a la negociación de las fuerzas políticas del país, lo que se logró, indudablemente, gracias a una oposición constructiva.



Si bien en la actual Constitución y en los logros del Gobierno pasado se sentaron las bases para la regionalización —a través de la creación del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, de • nuevas municipalidades, del Consejo Regional de Desarrollo, de las Secretarías Regionales Ministeriales—, en la práctica, el avance no fue del todo revolucionario, ya que fue resistido notablemente por las autoridades del nivel central. La causa de ello es una mentalidad centralista muy arraigada en Chile y en los países a que dio origen la conquista española. Esta tuvo un carácter bélico, y requirió un orden fuertemente centralizado. Al revés ocurrió en América del Norte, donde el proceso fue colonizador, y se produjo por migración de familias completas.



Un caso similar de centralismo exagerado tiene lugar con el advenimiento de los regímenes socialistas marxistas, cuyo desarrollo y fracaso constituye uno de los elementos históricos relevantes del siglo XX.



Estas materias han sido tratadas notablemente en las distintas Jornadas por la Regionalización, que se han desarrollado en él - país por más de diez años.



La actual modificación a la Carta Fundamental define a los Gobiernos Regionales como entidades ,con personalidad jurídica de derecho público y con patrimonio propio. Además, esa enmienda asegura mayores fondos para las Regiones y los municipios, y otorga mayores facultades a los Consejos Regionales de Desarrollo. Falta, empero, algún mecanismo de elección de la autoridad regional con participación del Ejecutivo, a fin de lograr la "unidad en la diversidad" que señala Walter Gropius. Conociendo las mañas de la mentalidad centralista, habría sido preferible también dejar en la Constitución los principios generales para la distribución de los fondos entre las Regiones y al interior de ellas. Estos principios son, sin duda, equidad, eficiencia, economía, potencial de desarrollo de los recursos y perspectivas de sustentación de los habitantes de cada una de ésas Regiones. De este modo se garantiza mejor el desarrollo armónico del país. Esto no pudo prosperar ahora, por prevalecer él acuerdo político sobre la actividad propiamente legislativa.



El regionalismo, o sea, el afianzar la identidad regional y convertir a las Regiones en artífices de su propio futuro, garantiza también la democracia, es decir, instancias de participación responsable y, asimismo, la necesaria diversidad, lo cual da como resultado un desarrollo a escala humana, equilibrio entre Regiones y en la relación urbano-rural, y asegura el respeto por el medio ambiente, por las diversas formas de vida, vinculando directamente el proceso de regionalización con la consideración ecológica. Al asociar la proyección futura del país con este proceso regionalizador, en términos flexibles—proyección de la que hemos carecido hasta la fecha, en términos concretos—, estaremos dando a Chile un papel digno y protagonice para el siglo XXI.



Por las razones señaladas, aprobaremos la reforma constitucional que en esta ocasión se somete a nuestra consideración.



Redicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Diputado señor Carlos Montes Cisternas.

El Diputado señor MONTES.— Señor Presidente, Honorables colegas: /



Hoy se reúne el Congreso Pleno con el propósito de ratificar una trascendental reforma constitucional, la que abre las puertas a la democratización de los municipios y a una efectiva descentralización de la vida nacional. Este es sin duda un triunfo de la democracia.



Hubo fuertes resistencias para dar este paso. La Oposición no estaba dispuesta a democratizar el poder autoritario e ilegítimo que heredó de la dictadura en los municipios. Después de largos meses de discusiones y negociaciones se encontró una fórmula de acuerdo.


Con esta reforma, la Constitución del 80 se va abriendo al reconocimiento de los verdaderos derechos de los chilenos. La consolidación de la democracia exige, sin embargo, cambiar varios otros aspectos de la Constitución y terminar con todos los componentes autoritarios existentes en ella. Valoramos profundamente el paso que estamos dando con esta enmienda de la Carta Fundamental.



La dictadura nos legó un sistema municipal autoritario y una regionalización muy precaria e insuficiente. Reconocemos y valoramos, sí, que durante el Régimen pasado los municipios aumentaron su poder. Se ampliaron sus competencias y atribuciones sobre gestión en materia de salud, educación y políticas sociales; se elevaron significativamente sus recursos, y se creó un fondo de redistribución intermunicipal. Asimismo, se inició un proceso de modernización de su funcionamiento. Sin embargo, el modelo municipal heredado negó toda autonomía a las comunidades locales para generar democráticamente sus autoridades, para que se expresaran las mayorías y minorías, y para que existieran reales canales de participación.



La regionalización, por su parte, se limitó a la desconcentración de Ministerios y servicios públicos, sin posibilitar una real descentralización de las decisiones que permitiera a las comunidades regionales incidir en el rumbo de su desarrollo.



El consenso más importante que se produjo durante el debate de esta reforma consistió en que nadie defendió los principios autoritarios y las concepciones básicas de la Constitución del 80.



Los socialistas aspiramos a un nuevo papel de los municipios y de las Regiones en la vida nacional. Pensamos que la descentralización es un requisito fundamental cíe la democratización del país y de la generación de las nuevas fuerzas de desarrollo. Rechazamos el centralismo estatista en que funcionarios toman decisiones sin considerar adecuadamente las realidades concretas. Y rechazamos también la visión dogmática y totalitaria, que entrega al mercado todas las decisiones.



Estamos convencidos de que para construir ciudades más humanas, para generar proyectos de desarrollo más equitativos, para lograr una administración más eficiente del Estado y para proteger el medio ambiente, es indispensable conjugar adecuadamente el papel del Estado, del mercado y de la comunidad organizada.



Eso es lo que entendemos por descentralización. La comunidad organizada debe participar en el proceso de toma de decisiones, y es necesario crear las formas institucionales que lo posibiliten.



Aspiramos a municipios democráticos, participativos, tecnificados, eficientes, modernos y fuertes; municipios que permitan el autogobierno de las comunidades locales en aspectos importantes de la vida comunal, con capacidad de resolver los problemas de la gente y canalizar sus impulsos de desarrollo y progreso.



Aspiramos va Regiones con identidad y dinamismo propios, a Regiones que sean cuerpos sociales realmente constituidos y con capacidad efectiva de hacer aportes diferentes al desarrollo regional y nacional.



Apoyamos esta reforma constitucional porque contiene avances significativos en esta perspectiva.



El restablecimiento de la soberanía popular en la generación de las autoridades comunales constituye, a nuestro juicio, el avance principal. La elección democrática de los Consejos Municipales es la condición básica y primera de la autonomía municipal. Los municipios vuelven a ser instituciones dé las comunidades locales para la administración de sus comunas.



Además, ¡se   consagran   constitucionalmente el derecho de los municipios a asociarse, la descentralización al interior de la comuna mediante unidades vecinales, y el sistema de financiamiento.



Por primera vez en la historia de Chile se crean en las Regiones los Gobiernos Regionales, con personalidad jurídica, patrimonio y presupuesto propios. Este es un paso de enormes potencialidades y proyecciones.



Los acuerdos políticos que hicieron posible tales avances contienen, sin embargo, serias distorsiones de la voluntad popular, las que deberán superarse en el futuro. \



Un municipio moderno requiere de alcaldes elegidos de manera directa y separada, porque las comunidades deben definir quién encabezará la administración comunal. Los Concejos Municipales deben ser impares y proporcionales a los habitantes de las comunas. Los Consejos Regionales, para ser representativos de las reales preferencias ciudadanas, deberían ser elegidos de modo directo.



La Oposición fue implacable en imponer sus intereses electorales como condición para posibilitar los avances señalados. Estas distorsiones —repito— tienen que ser superadas en el futuro para consolidar la democracia en comunas y Regiones.



Nos preocupa también que la reforma no establezca procedimientos adecuados de fiscalización de la acción municipal. Los intendentes no cuentan con facultades para ello, y el Congreso Nacional tampoco. Pensamos que el principio de autonomía es compatible con la existencia de un control de legalidad sobre el ejercicio de las competencias. La autonomía la entendemos regulada por la ley, y no puede confundirse con soberanía. Este problema puede tener serias consecuencias en el desarrollo de la vida municipal. Mi opinión personal es que el Presidente de la República debería considerar el, veto a esta disposición que limita las facultades del intendente.



Señor Presidente, los Diputados de la bancada PPD-PS apoyamos esta reforma constitucional porque abre las puertas a la democratización, la descentralización y la real autonomía de Regiones y comunas.



Después de su promulgación y publicación queda la difícil tarea de discutir y acordar las reformas de la Ley Orgánica de Municipalidades y de Gobiernos Regionales. 



Nuestro compromiso y desafío es que la gente participe efectivamente en las decisiones. El modelo autoritario en Regiones y comunas debe quedar definitivamente atrás. ¡Eso es lo que quieren los chilenos!



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Diputado señor Roberto Muñoz Barra.

El Diputado señor MUÑOZ.— Señor Presidente del Senado, Honorables colegas:



El conglomerado de Partidos de Gobierno —del cual forma parte la Social Democracia— abogó hace aproximadamente dos años por la urgente necesidad de democratizar el poder local, permitiendo la elección de alcaldes y concejales mediante sufragio universal e incorporando como órganos asesores a las entidades funcionales y territoriales de cada comuna. Y esa combinación política sostuvo también que era fundamental impulsar el desarrollo de las Regiones y provincias a través de órganos representativos de la base social y de los sectores productivos.



Hoy día, como Parlamentario socialdemócrata y como representante regional, señalo que felizmente hemos asumido el gran desafío que implica enfrentar los desequilibrios que se aprecian entre las Regiones de nuestro país y abocarnos, por supuesto ——ello es tan fundamental—, a la democratización de los municipios.



En lo relativo a las Regiones, quiero señalar que el dramático resultado que obtenemos al comparar el producto geográfico bruto per cápita del país con el de cada Región, nos demuestra que sólo superan el indicador nacional las Regiones Primera, Segunda, Sexta Duodécima y Metropolitana. Sólo esta última exhibe un promedio superior al del país, basado en el desarrollo sustentado en capacidades inducidas. Las siete Regiones que no he mencionado —representadas por muchos Parlamentarios en este Congreso— se sitúan claramente bajó el promedio nacional.



Los índices de extrema pobreza que nos preocupan no son menos inquietantes. Mientras en la Región Metropolitana1 el 39 por ciento de la población vive en situación de pobreza, hay Regiones en que más de la mitad de los habitantes son pobres. En la Novena, el 60 por ciento; en la Octava, el 56 por ciento; en la Cuarta, el 52 por ciento, y en la Décima, el 50 por ciento.



El analfabetismo que se registra a nivel nacional en menores de 15 años es de 7 por ciento. Sin embargo, hay Regiones en que este indicador se eleva al 13 por ciento -—en la Novena y en la Cuarta—, y al 12 por ciento—en la Séptima—.



Superar tales problemas es una de las metas que nos hemos impuesto, tarea que felizmente estamos enfrentando con patriotismo.



Por último —y dada la brevedad del tiempo que nos corresponde como bancada—, sólo quiero señalar que, como social-demócrata, me parece digno de especial mención el que en esta reforma constitucional se esté logrando un amplio acuerdo que integró a todos los partidos políticos chilenos representados en el Congreso Nacional, lo cual confirma categóricamente que el mensaje y el desafio cuyo cumplimiento esto implica se ha asumido con la nobleza y la lealtad que sólo el marco de la democracia hace posible.



He dicho.!
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El Senador señor NUÑEZ.— Señor Presidente, estimados colegas Parlamentarios: La reforma constitucional que el Congreso Pleno refrenda en este acto responde a un compromiso contraído por las fuerzas democráticas con vastos sectores de la ciudadanía, en orden a hacer efectivo, por voluntad popular, un proceso de generación de las autoridades de todo nivel, junto con hacer más descentralizada y participativa la estructura del Estado chileno.



El Partido Socialista y el Partido por la Democracia venimos planteando insistentemente la necesidad de vincular estos dos objetivos democratizadores en términos de convertirlos en parte de un mismo proceso. La elección de concejales y de alcaldes por votación ciudadana es un paso indispensable para restituir a los chilenos la plenitud de sus derechos cívicos, pero no sería suficiente para dar cuenta de las exigencias de la democracia moderna si no se acompaña del establecimiento de formas permanentes de participación de la comunidad organizada en la gestión y resolución de los asuntos que le conciernen.



Entre sus muchos desafíos, la transición que vivimos enfrenta, de manera principal, el hacer crecientemente eficiente y compartido por las mayorías nacionales el manejo del aparato público en sus diferentes expresiones y niveles. Desde luego, cualquier forma de legitimidad democrática tiene como denominador común el que los gobernantes sean elegidos por el pueblo soberano conforme a un sistema que garantice transparencia y proporcionalidad en la manifestación de las distintas corrientes de opinión. Por consiguiente, el esfuerzo para mejorar la eficiencia del desempeño estatal no puede, dentro de una concepción democrática, sino derivar de la representación fidedigna de la voluntad de los gobernados. De allí que el solo hecho de que esta reforma dé paso a que autoridades designadas sean sustituidas por alcaldes y concejales elegidos en todos los municipios del países, de por sí, un logro de la mayor transcendencia para el desarrollo de nuestra institucionalidad democrática.



Lo anterior es sin perjuicio dé las reservas y diferencias que a cada uno pueda merecer la modalidad de elección escogida. Muchos hubiésemos preferido concejos de composición impar y una forma distinta de generación del alcalde que, a nuestro juicio, reflejaran mejor la pluralidad del espectro político. Sin, embargo, estamos conscientes de que la reconstrucción del tejido orgánico •"de nuestra sociedad política es un proceso necesariamente gradual, donde lo importante es proponerse alcanzar, en cada paso, avances significativos, dejando simultáneamente planteada la convocatoria para mejorías ulteriores, afincadas en consensos crecientes, pero también en un predominio consecuente de la voluntad de encararlo.



No obstante, la sola generación de los órganos del Poder a través del voto ciudadano no basta para satisfacer a plenitud las exigencias de una democracia moderna. A ella debe sumarse, necesariamente, un involucramiento creciente de los gobernados en la gestión de los asuntos públicos. Por ello, queremos recalcar el significado que para nosotros reviste el que esta reforma constitucional consagre, tanto a nivel comunal como provincial, la existencia de instancias plurales y representativas de las organizaciones sociales de base, reconociéndoles un importante grado de participación en diversos aspectos de la gestión municipal y regional. La participación, así entendida, no se agota, ni mucho menos, en la versión puntual y esporádica de un acto electoral o de varios actos electorales, sino que adquiere un carácter sistemático, con lo cual permite que los ciudadanos viertan ampliamente sus inquietudes y aspiraciones respecto del desarrollo de sus comunidades.



Un paso importante en esta dirección participativa radica en el reconocimiento constitucional de las organizaciones sociales de más amplio signo popular, como son las juntas de vecinos, a las que se hace referencia con motivo de la atribución municipal para crear territorios denominados "unidades vecinales", donde esperamos que los ciudadanos desarrollen todas las actividades a través de las cuales manifiestan sus inquietudes en pro del progreso y el desarrollo de su localidad o comuna.



Pero la democratización, concebida como el avance sostenido hacia formas más plenas de gobierno del pueblo, no sólo supone elección popular de autoridades y participación permanente de la sociedad en el manejo de la cosa pública, sino/ también, la distribución más equitativa del Poder, en sus distintas expresiones, entre los diversos sectores que integran un Estado-nación. Y esa repartición o distribución, en lo que a la estructura del Poder mismo se refiere, asume necesariamente la expresión de una descentralización funcional y territorial.



Las sociedades modernas, dada la complejidad creciente de su desarrollo, no tienen otra alternativa que descentralizarse, si quieren garantizar eficiencia y, simultáneamente, mantenerse fieles al sentir colectivo de quienes las integran. El proyecto que hoy sancionamos definitivamente con nuestro voto entraña un primer paso relevante en ésa dirección. Por primera vez en Chile se crearán Gobiernos Regionales con singularidad diferenciada en el contexto del Estado unitario. Durante el transcurso de este siglo hubo loables intentos por establecer modalidades autónomas de administración regional, como las Asambleas Provinciales previstas en la Constitución de 1925. Pero, como digo, sólo se trató de eso: un encomiable propósito que no llegó a materializarse por falta de madurez histórica necesaria para entender que una reforma en profundidad dentro de la estructura del Estado, capaz de vencer las inercias centralistas y concentradoras de todo tipo de poder, era un requisito indispensable para asegurar un progreso creciente del país, como tal, y no sólo de algunos enclaves de relativa prosperidad en medio de un universo afectado de toda clase de carencias.



En este marco, considero importante asumir el hecho de que en Chile fue imposible llevar a cabo un proceso real de regio-nalización durante el Gobierno pasado, ya que existía una contradicción insoslayable entre la naturaleza de un régimen autoritario y una descentralización efectiva.



Para la bancada socialista y el Partido por la Democracia, así como fuerzas de la Concertación democrática, la regionalización sustentada sobre bases sólidas no es un compromiso de última hora: es un postulado que entronca firmemente con nuestra concepción de una democracia real y moderna para todos, que necesariamente tiene un desarrollo gradual, donde los avances que se obtienen y los problemas que se generan en cada etapa deben ser el cimiento para el diseño y ejecución de las siguientes. La forma más genuina de transformación social sustentable es la que asume carácter gradual, progresivo y armónico.



Durante la tramitación de este proyecto en el Senado, las Regiones del país se hicieron escuchar expresando sus anhelos de obtener niveles crecientes de capacidad decisoria, dentro de un marco de gran sensatez y responsabilidad con el futuro del país. La reforma se hace eco de esas demandas y, junto con delinear ámbitos de competencia propios de los próximos Gobiernos Regionales, aumenta los recursos de que éstos deben disponer para dar cabal cumplimiento al cometido que asumen. En tal sentido, se establece una equilibrada conjugación entre la ya conocida modalidad del presupuesto de inversión regional —el denominado "Fondo Nacional de Desarrollo Regional"— y mecanismos novedosos, como la posibilidad de otorgar, por vía legal, recursos tributarios específicos para financiar obras de desarrollo regional, y la configuración de las llamadas "inversiones sectoriales de asignación regional", en cuya determinación los Gobiernos Regionales tendrán una participación resolutiva. Para estos efectos, la reforma contempla la celebración de convenios de programación de inversiones entre los respectivos Ministerios y dichos Gobiernos, mecanismo, que, si se concierta con carácter plurianual, permitirá dar una mayor solidez y perdurabilidad a la programación del desarrollo confiada a los segundos.



En torno de las atribuciones con que se dota a los Gobiernos Regionales, consideramos como una fórmula atinada la de articular un Ejecutivo, encarnado en el Intendente, como funcionario de la directa confianza del Presidente de la República, y un órgano colegiado, generado en la propia Región, con facultades resolutivas, normativas y fiscalizadoras. La discusión del proyecto de ley orgánica constitucional correspondiente permitirá estudiar más en detalle las funciones respecto a las cuales tendrán competencia los Gobiernos Regionales, y, también, buscar un adecuado equilibrio entre ellas y las que, a su vez, mantienen la Administración central y las municipalidades.



Sin embargo, estimamos insatisfactorio y j poco congruente con el espíritu democratizador que inspira la reforma el hecho de que los Consejos Regionales, investidos de un importante papel deliberativo en lo tocante a las opciones de desarrollo para la Región, no sean elegidos directamente por la ciudadanía, sino a través de una modalidad de elección indirecta, la cual mediatiza la expresión de la voluntad de la base social y, más aún, la distorsiona fuertemente en el contexto de los colegios electorales integrados de la manera prevista en el Acuerdo Político que acompañó esta reforma. Accedimos a éste para posibilitar un primer paso descentralizador; pero no estamos en absoluto satisfechos con un sistema de, generación de órganos públicos que sobrerrepresenta a las minorías y que, además, podría adquirir un fuerte carácter censitario si llegara a prosperar la intención de algunos en el sentido de que la elección de los consejeros se circunscriba a los notables o a miembros de las élites sociales o económicas de cada una de nuestras Regiones.



Saludamos y apoyamos resueltamente este logro de recuperación democrática y de avance modernizador qué la presente reforma significa. Pero no cejaremos en el empeño por dotarla de un contenido enriquecedor, desde la perspectiva de una mayor participación, de una representación más fidedigna y de una creciente capacidad ciudadana para asumir la decisión de su propio destino.



Por tal razón, señor Presidente, los Senadores de los Partidos Socialista y Por la Democracia votaremos favorablemente esta enmienda constitucional.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Ortega.

El Diputado, señor ORTEGA.— Señor Presidente, Honorables colegas:



En este acto solemne damos un gran paso, como país, en la reconstrucción y profundización de la democracia en nuestra patria. La reforma constitucional que hoy aprobamos representa el compromiso de todos los sectores con la regionalización y la democracia en los municipios. El Gobierno de don Patricio Aylwin ha cumplido su parte al enviar en el mes de mayo de 1990 el proyecto de reforma municipal, integrado posteriormente al de enmienda de, la Carta en materia de regionalización.



Nos alegramos de que se haya conseguido un acuerdo, a pesar de que no estamos plenamente satisfechos con el compromiso político que hizo factible esta reforma, por no considerarlo el óptimo para la democracia. Pero nos alegramos, porque damos un paso adicional en el camino de la democratización de Chile.



La reconstrucción de la democracia es una tarea que debe encontrar a la clase política chilena en una actitud espiritual de , apertura y de diálogo que conduzca a echar las bases sólidas del futuro régimen institucional. Esta es la enseñanza universal de aquellas democracias que han perdurado. Los naturales conflictos y discrepancias propios de una convivencia libre y democrática requieren estas "regla de oro" de la estabilidad política, es decir, acuerdos sólidos, con la participación de todos en las normas y en las instituciones que son los pilares de nuestra convivencia.



Nuestro Partido concibe un sistema político en permanente perfeccionamiento y profundización. Por este motivo, dijimos ayer, cuando se elaboró la Constitución de 1980 que ella precisaba el consenso para tener perdurabilidad. Esta reforma demuestra que estábamos en lo cierto: la Ley Fundamental necesitaba —y necesita— modificaciones en aspectos claves de su normativa. Y señalamos que uno de ellos era la democratización del municipio.



Nos alegramos de que hoy podamos concurrir a reponer este principio central de nuestra convivencia. Nos alegramos de que el Gobierno de la Concertación de Partidos por la Democracia, encabezado por el Presidente de la República don Patricio Aylwin, cumpla su compromiso de restituir la democracia al municipio. Nos alegramos de coincidir con partidos de la Oposición para concretar este anhelo nacional. Desde su fundación la Democracia Cristiana está, por principio, por la descentralización y la profundización de la democracia, y en contra de cualquier tipo de estatismo.



Ciertamente, lo que se logró no es el óptimo. Cabe reconocer que hubo que negociar —y, por lo tanto, ceder— para abrir paso a lo fundamental: democracia municipal y auténtica regionalización. i



No estamos satisfechos con la elección indirecta del alcalde. Pero reconocemos, también, que este sistema es democrático.



No estamos satisfechos con la elección de un número par de concejales. En todos los países democráticos del mundo existen instancias colegiadas impares y en una cantidad proporcional a la dimensión de la población. Pero, de todos modos, es un avance con relación a lo existente, en que no se elige a ningún concejal;
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Más grave es el hecho de que no se haya logrado mantener la tradición histórica de que las capitales de provincias y de Regiones elijan una cantidad superior de concejales. Ni siquiera se consiguió que las capitales de Regiones con menos de 70 mil electores —como Coihaique, Puerto Montt, La Serena y Copiapó— tuvieran un reconocimiento en la cantidad de concejales que podían elegir. No quedamos satisfechos. En el futuro deberán ser modificadas muchas de las normas que se negociaron. Pero lo importante es que avanzamos democratizando el país. La Concertación*' y la Democracia Cristiana seguirán en este camino.



Por otro lado, no estamos satisfechos con la elección indirecta del consejo regional, método que consideramos no representativo y que aumenta la representación de las minorías.



¡Que nadie en Chile se equivoque en cuanto a que la democracia tendrá que perdurar, mantenerse y profundizarse en el tiempo!



Por todo lo anterior, aparecen como inexactas las expresiones de algunos señores Parlamentarios de Renovación Nacional —vertidas también en esta sesión de Congreso Pleno—, al afirmar que con esta reforma constitucional ha triunfado ese Partido. Es decir, los mismos que apoyaron la Constitución de 1980, la cual instituyó la designación de alcaldes a través de los CODECOS y COREDES, hoy se atribuyen el triunfo por la democratización del municipio y la regionalización.



Creo que en el país todos nos conocemos, y sabemos quiénes han impulsado el proceso democratizador. Nos alegramos por coincidir hoy día con otros sectores, pero no es justo que se venga a hacer ese tipo de afirmaciones en esta Sala.



Me ocuparé, ahora, en lo relativo a la regionalización.



Es necesario reconocer que el Gobierno de don Patricio Aylwin cumplió con Chile al preparar el proyecto de reforma y las bases de la ley orgánica constitucional sobre gobiernos regionales. Por lo tanto, no es, aceptable que algunos quieran crear una imagen pública de falta de voluntad política para regionalizar. Recordemos solamente que los mismos que hoy quieren crear una imagen de duda, ayer decían que la regionalización no era necesaria, por estar ya lograda con las normas de la Constitución de 1980. Nosotros expresamos—y hoy lo reiteramos— que era necesario descentralizar el país; que lo que se hizo fue un inicio que requería ser profundizado, y que la Concertación tenía voluntad y decisión par» regionalizar, pero deseaba actuar con responsabilidad.



El de la regionalización es un tema que cruza toda la historia de la República, Chile independiente se construyó como Estado unitario. Pero, al mismo tiempo, se centralizaron las decisiones, el poder y las oportunidades. Para ello, se debilitó el incipiente papel que comenzaban a jugar las dos regiones principales: Concepción y Coquimbo. La vida económica, social y cultural —especialmente con los centros universitarios más importantes— se concentró en la Capital. Y, como señalara don Abdón Ci-fuentes en sus "Memorias", a finales de la Presidencia de don Manuel Montt ya se. observaba en el país una disminución de la vida de las provincias, debido á que todo se esperaba del Gobierno central.



Pues bien, ese proceso se ha agudizado en todos los aspectos de la vida nacional. Se creó un fenómeno demográfico de absoluto desequilibrio que hoy cuesta pensar cómo revertir, lo que ha generado un verdadero círculo vicioso de centralismo. La importancia demográfica del centro obliga muchas veces a atender en forma creciente a sus necesidades, y ello conduce a la inversión de crecientes recursos en la Capital. El resultado es que se crean expectativas para muchos ciudadanos de provincia, que esperan encontrar mejores oportunidades de trabajo, educación y bienestar, lo que lleva É aumentar los flujos migratorios y la destinación de recursos, en especial de parte del Estado.



Entiéndase bien nuestro planteamiento: diferenciamos lo que es el centralismo de Santiago como ciudad. Queremos ayudar a aliviar la grave situación de la zona metropolitana, tratando de desarrollar las Regiones y de disminuir las tendencias migratorias, para terminar con el círculo vicioso del centralismo. Sólo así vivirán mejor los habitantes de las Regiones y los de la Capital.



La concentración ha llegado a todos los planos de la vida social: se han concentrado las empresas privadas y las públicas; se han concentrado los bancos, habiéndose germinado los regionales; se han concentra-Ho la salud y sus servicios más modernos; se ha concentrado la información comercial y tecnológica; se han concentrado los contactos internacionales; se ha concentrado la televisión. Las noticias que se transmiten casualmente son las de Regiones, pero todos los días ellas conocen las del centro. .



Chile se ha achicado. Y uno se pregunta si en su inmenso territorio estamos condenados a vivir apiñados, dando la espalda a nuestra hermosa y rica geografía.



El proceso de reformas iniciado por el Gobierno de don Patricio Aylwin, el cual cuenta con el acuerdo de los partidos de Oposición, tiene un sentido profundo. Más allá de las modificaciones constitucionales y legales indispensables, se busca canalizar un sentimiento cada vez más extendido consistente en que la sociedad civil de las Regiones debe reconquistar su propio protagonismo. Ellas esperan nuevas oportunidades y condiciones legales. Pero lo central es y será la creatividad desde las Regiones, para generar un desarrollo endógeno que termine con el centralismo.



Señor Presidente, cuando se llamó a plebiscito en 1980, el ex Mandatario don Eduardo Frei Montalva; en el teatro Caupolicán, expresó ante el país las razones por las que la disidencia al Gobierno de entonces se oponía a la forma y al fondo de un pronunciamiento de esa índole. En esa intervención, señaló que tarde o temprano sería necesario ponerse de acuerdo acerca de las normas constitucionales que el país necesitaba para hacer estable y auténtica una real democracia. Ello requería la legitimidad popular dé quienes en su momento fueran constituyentes.


Hoy, estamos cumpliendo con lo que su intuición profunda le indicaba en esos momentos: la Carta Fundamental necesitaba el consenso. Y, aunque sea en parte, esta reforma así lo demuestra.



Por lo anterior, apruebo la reforma constitucional municipal y regional.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Diputado señor Peña.

El Diputado señor PEÑA.— Señor Presidente, Honorables Senadores y Diputados:



La vida de los pueblos cambia y evoluciona: es la ley incesante que construye la Historia. Pocas veces se viven, sin embargo, momentos que revisten una importancia fundamental. Este día marca —y será recordado por ello— el inicio de un nuevo curso en la vida institucional, política, cultural y económica del Estado. Pocas veces somos testigos de actos que estén llamados a producir efectos tan trascendentales.



El Partido Radical de Chile en su larga vida ha contribuido eficazmente, por casi 130 años, al desarrollo de la República y al afianzamiento de las instituciones democráticas fundamentales, como única forma para garantizar adecuadamente la libertad del hombre. Mi Partido nace en la segunda mitad del siglo pasado gritando "¡Libertad!" Y hoy, en éste Congreso Pleno, recogemos esos ecos que nos trae la Historia y los lanzamos al futuro.



Estamos reunidos en esta Sala para sancionar con nuestro voto, como legítimos representantes del soberano -—el pueblo—, una reforma a nuestra Carta Fundamental, cuyo propósito simple es, en primer lugar, trasladar competencias,- facultades, prerrogativas, decisiones, desde el poder central a las Regiones, al igual que procurar regular una descentralización y profundizar una efectiva desconcentración del poder; y , en segundo término, fundamentalmente, permitir que los ciudadanos elijan con su voto —único medio compatible con el sistema democrático— a las autoridades que deben dirigir los destinos de la comuna.



Si eso es posible y se vota favorablemente esta reforma, atrás habrán quedado quienes soñaron un día con la inmutabilidad de un legado que cuidadosamente construyeron. Por cierto, estaban equivocados. No entendían el avance severo de los procesos sociales ni el desarrollo de los procesos democráticos.



Es probable que se oponga que la ventana que se abre para los propósitos anteriormente señalados es insuficiente, esto es, que la reforma no apunta a un proceso efectivamente regionalizador, o que no es lo suficientemente democrático en la generación de las autoridades comunales o regionales, según el caso. Pero nuestra respuesta es que fue el único posible. La experiencia y el tiempo develarán cuáles son las bondades y cuáles las flaquezas del sistema que fuimos capaces de construir y de entregar a la sociedad chilena.



Si transcurridos uno o dos decenios desde la entrada en vigencia de los órganos, especialmente regionales, concebidos en la ley orgánica se comprueba que esta reforma no produjo los efectos esperados en orden a generar un cambio sustantivo respecto de la situación actual —por ejemplo, en el mapa económico del país, con una mayor incidencia porcentual de las Regiones en el producto geográfico bruto—; si continúa de igual forma la migración' interna al Área Metropolitana; en fin, si no se han creado espacios culturales regionales, etcétera, se requerirá un nuevo compromiso de los actores políticos para enmendar rumbos y profundizar el proceso a niveles superiores de lo que hoy hemos, sido capaces de construir.



Por último, en este orden de consideraciones vemos el proceso de regionalización como un esfuerzo por entregar una mayor y más efectiva participación de la comunidad organizada en la gestión de su destino y una derivación hacia la base de la cuota de poder propia del poder central; es 'decir, que cada ciudadano chileno sea cada vez más dueño de su destino.



Por lo tanto, señor Presidente, apoyamos la reforma constitucional, primero por creer que contribuye eficazmente a fortalecer la República, colocándola en el umbral de un desarrollo armónico y moderno; segundo, porque el conjunto importa un esfuerzo, como país, para entregar mayor participación a la gente en la construcción del sistema democrático, aun cuando para nosotros, los radicales, ello todavía es insuficiente; tercero, porque ella crea nuevos espacios para el ejercicio de la libertad, y, por último, por estimar que el país sabrá responder a esta creación jurídica, cuyos resultados dependerán de todos los chilenos.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Senador señor Prat.

El Senador señor PRAT.— Señor Presidente, Honorables señores Parlamentarios:



La reforma que votamos hace más preciso y contundente el mandato que la ciudadanía impone al gobernante en cuanto a realizar su función buscando un desarrollo territorial armónico y cediendo instancias de decisión en favor de los individuos. Con lo primero, se materializa la igualdad de oportunidades para quienes viven a lo largo de la geografía; se concreta el concepto de libertad para residir a lo largo de ella, sin la coerción migratoria que imponen el abandono y el retraso material. Al asegurar la posibilidad de desarrollarse de las comunidades que habitan las muy distintas realidades geográficas que caracterizan al país, logramos que éste se enriquezca, a través de la diversidad humana que aquéllas contienen.



El nuevo artículo 104 de la Constitución Política —define los sistemas presupuestarios para atender el gobierno de las Regiones—incorpora el concepto de que para la administración interior del Estado se observará, como principio básico, la búsqueda de un desarrollo territorial armónico y equitativo. A continuación, precisa los mecanismos presupuestarios, siendo fundamentales el Fondo de Desarrollo Regional y la inversión sectorial de asignación regional.



Al quedar delineado en la Carta Fundamental —en el mismo artículo que define las vías presupuestarias para atender el desarrollo de las Regiones— el principio básico que debe inspirar a la administración interior, se establece en forma inequívoca la relevancia que tanto él legislador como el gobernante deberán dar al monto dé recursos que periódicamente se asignen al Fondo de Desarrollo Regional y a la inversión sectorial de asignación regional.


El mismo artículo 104 contiene, además, la orientación deseentralizadora y el mandato para ceder facultades a los individuos organizados en sus comunidades.



En efecto, así como la destinación de la cuota del Fondo de Desarrollo Regional es determinada por el Consejo Regional, las inversiones sectoriales regionales, a consecuencia de esta reforma, también serán resueltas en las Regiones a través de su Consejo,
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Los Ministerios deberán abocarse a definir políticas sectoriales, evaluarlas y darles apoyo técnico; los Parlamentarios, a legislar.



Descentralizar la Administración; .ceder facultades a los individuos o a las instancias de gobierno más cercanas a ellos; fortalecer las autonomías locales: la importancia que otorgamos a esos requisitos del ejercicio de la autoridad quienes creernos en las personas y en la capacidad latiente en los individuos para desarrollarse y hacer progresar al país no nos es nueva ni nos llega de prestado; es una posición que tenemos desde siempre, y es la que nos llevó a exigir una reforma integral al sistema de gobierno interior.



Los Parlamentarios de Renovación Nacional aprobamos esta reforma; la hemos logrado con grandes esfuerzos. El oficialismo se resistió por meses a avanzar en la regionalización. Hoy celebramos que en esta Sala un señor Diputado socialista declare que su sector rechaza el centralismo estatista. ¡Tenemos un Boris Yeltsin entre nosotros! Nos alegramos. ¡Pero hasta hace poco no lo teníamos!



En este mismo Hemiciclo, el 21 de mayo pasado, el señor Presidente de la República revelaba su reticencia a la reforma regionalizadora señalando que abordarla era adentrarse en tierra ignota.



En esta instancia solemne, cuando como constituyentes estamos imponiendo el marco descentralizador y la delegación de decisiones hacia los individuos en que deberán proceder el gobernante y los legisladores, señalamos que en este proceso no prevalece el temor a lo nuevo, sino que lo que se destaca es la cristalización de una voluntad ciudadana profunda —quienes estamos en contacto con la gente la captamos a diario— por desarrollarse, desprenderse de la burocracia y obtener el progreso de su comunidad, más allá de lo cerca o de lo lejos que ella se encuentre del poder central.



No podemos terminar estas palabras sin hacer mención de lo manifestado por una señora Senadora en torno a la legitimidad de quienes hoy ejercen como autoridades comunales.
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Queremos decir que esa legitimidad emana de la circunstancia de que sus mandatos responden a una normativa constitucional aprobada mayoritariamente por el país, la misma que en su conjunto justifica nuestra posición en esta Sala y, también, el mandato de quien rige actualmente los destinos de nuestra patria. ;



Además, dicha legitimidad de origen es plena en el ejercicio. V esperamos que quienes habrán de cumplir los mandatos que esta reforma constitucional contiene, desde ya legítimos en su origen, los hagan también legítimos en el ejercicio de los cargos, como lo hemos visto en las personas que actualmente los desempeñan.



Por otra parte, en cuanto a la verdad histórica, no podemos dejar de señalar que durante el Régimen anterior se avanzó profundamente en el proceso de regionalización; que los Gobiernos políticos muchas veces han buscado la inversión y el desarrollo en las localidades que aportan gran cantidad de votos, olvidándose del desenvolvimiento armónico, que en algunas ocasiones se aparta del interés electoral; que históricamente los Parlamentarios en numerosas oportunidades se han interpuesto entre las comunidades de base y las soluciones de los problemas que las afectan, transformándose en gestores para mantener cautivas a sus clientelas electorales.



Hoy, en esta etapa de democracia renovada en que nos hallamos, parece haber consenso para corregir tales prácticas. Confiamos en que, en el ejercicio de nuestras funciones, se mantendrá esa orientación.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Diputado señor Rebolledo.

El Diputado señor REBOLLEDO.— Señor Presidente, Honorables Diputados y Senadores:



Los Parlamentarios del Partido por la Democracia votaremos favorablemente el proyecto de reforma constitucional que se somete a este Congreso Pleno para su ratificación.



Atendida la brevedad del tiempo, no entraré en consideraciones técnico-jurídicas. Sólo me limitaré a hacer algunas reflexiones políticas que fundamentan la aprobación de la iniciativa por parte de la bancada Partido por la Democracia, Partido Socialista y Partido Humanista.



En primer lugar, apoyamos la reforma constitucional porque la estimamos de gran trascendencia y fundamental importancia en la perspectiva de la modernización y plena democratización de nuestras instituciones políticas.



La valoramos como un gran paso—no es el primero ni será el último; pero es un gran paso al fin— en el firme propósito en estamos empeñados de democratizar integralmente el conjunto de nuestras instituciones políticas.



Por consiguiente, los Parlamentarios de esta bancada, al votar ratificando las modificaciones que la Cámara de Diputados y el Senado de la República han introducido a diversas disposiciones del Capítulo XIII de la Constitución Política, lo hacemos convencidos de que con ello estamos poniendo término a uno de los rezagos autoritarios de la Carta de 1980 que mayores grados de objeción han despertado en la inmensa mayoría del país.



No en vano, Honorables colegas y señores Senadores, ninguna de las plataformas de quienes postularon a la Primera Magistratura en diciembre de 1989 dejó de reivindicar el restablecimiento de la soberanía popular como fundamento para la generación del poder local en nuestro país y el derecho a que el pueblo chileno eligiera democráticamente a sus alcaldes.



Este es, en consecuencia, el signo fundamental de la reforma y nuestra razón de fondo para apoyarla: pasar, en materia municipal, de una institucionalidad de claros rasgos autoritarios a una plenamente democrática.



Apoyamos y votaremos favorablemente la reforma, además, porque compartimos los dos ejes sustantivos que la inspiran.



En efecto, esta enmienda constitucional parte del impulso del actual Gobierno por materializar un esfuerzo consistente, por un lado, en democratizarlos municipios, y por otro, en llevar adelante un proceso efectivo de descentralización de la Administración del Estado.



Vamos a ratificar la reforma pronunciándonos a su favor en este Congreso Pleno porque contiene las normas necesarias para hacer posible el restablecimiento de la soberanía popular en la generación de las autoridades del poder local con las .enmiendas introducidas á los artículos 107 y 108 de la ^ Constitución _ Política de la República; y también, porque perfecciona los mecanismos de participación de la comunidad socialmente organizada al consagrar un Consejo Económico y Social Comunal de carácter consultivo que supera con creces a un organismo como el CODECO, de dudosa legitimidad democrática y de inciertos fundamentos para una efectiva y transparente participación ciudadana.



Estas disposiciones materializan la opción de democratizar los procedimientos de generación de las autoridades del poder local y abren paso a mecanismos de auténtica democracia y efectiva participación ciudadana en el municipio.



i No fue fácil concordar con la Oposición esta reforma. Recordemos que, al inicio de su tramitación —mayo de 1990—, en la Cámara de Diputados la UDI votó en contra y Renovación Nacional se abstuvo. Posteriormente, después de prolongadas negociaciones, una vez aprobada en la Cámara de origen, se rechazó la idea de legislar en el Senado de la República. Pero, finalmente logramos un acuerdo político que le ha servido de base, tras complejas y largas negociaciones que no pasarán a la historia ni por la fluidez ni por el altruismo que inspiró el sesgo con que los señores Diputados y Senadores de Oposición las abordaron.



En definitiva, la Oposición perseveró en el criterio de negociar con la ingeniería electoral por delante, lo cual nos arrastró a concordar mecanismos de generación que, teniendo su base en la soberanía popular, adolecen de distorsiones que nos parecen indeseables.



Vamos a respaldar la reforma porque cumplimos nuestros acuerdos. Pero no renunciamos a perfeccionar en el futuro la posibilidad de que el pueblo elija directamente a sus alcaldes, ni tampoco a establecer un número impar de concejales, para dar cauce al sentido común: permitir la gobernabilidad de organismos colegiados que deben tomar decisiones por mayoría.



Apoyaremos la reforma porque contiene un paso trascendental en materia de descentralización y regionalización.



No creemos haber sido arrastrados por la Oposición a esas posiciones. La descentralización del país y el fortalecimiento e impulso a la regionalización eran una opción programática de nuestra colectividad y de la Concertación de Partidos por la Democracia. Y, en último término, el exacerbado espíritu regionalista que demostraron algunos Parlamentarios de la Oposición podría haberse visto más avalado si lo hubieran acompañado de la alternativa de generar el Consejo Regional también por sufragio universal. Pero nuevamente nos vimos arrastrados a un mecanismo de elección indirecta y a cuyo perfeccionamiento en el futuro no renunciamos.



Por último, los Honorables colegas de Renovación Nacional han dicho que ganaron con esta reforma. Al respecto, debo señalar que mi Partido y nuestra bancada concurren a una negociación sobre reformas constitucionales, no para derrotar a alguien, sino en función de buscar acuerdos y consensos indispensables para la estabilidad y el progreso de instituciones fundamentales para el país. Y creemos que aquí quien ha ganado es Chile. Porque, más allá de toda otra consideración, los distintos sectores representados en el Parlamento fuimos capaces de concordar una reforma que permitirá modernizar y democratizar elementos importantes de nuestra institucionalidad. Ha ganado la gente, que ha restablecido su derecho a ejercer su soberanía para elegir a las autoridades locales. Y si alguien ha perdido, tal vez son quienes diseñaron un sistema municipal antidemocrático y pensaron que podrían perpetuarlo en el tiempo.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Senador señor Ríos.

El Senador señor RÍOS.— Señor Presidente, con la comprensión de la Mesa, quiero, antes de referirme a algunos aspectos que considero muy trascendentes acerca del proyecto de reforma constitucional sometido a nuestra ratificación, destacar un hecho que es, al menos desde nuestro punto de vista, muy importante en la historia de Chile y del proceso que hoy nos reúne.



En el marco de una nueva administración del país, y entendiendo que nuestra acción debe desarrollarse en cada metro cuadrado del territorio patrio, las Comisiones de Gobierno interior del Senado y de la Cámara de Diputados, con la concurrencia de los señores Presidentes de ambas Corporaciones, celebraron, hace tan sólo cuatro días, una sesión en la Antártida chilena para destacar la soberanía de este país en ese continente y al mismo tiempo manifestar, a través del quehacer propio del Congreso Racional y de sus Parlamentarios, nuestro interés y decidido apoyo a los hombres, mujeres y niños que viven en esa posesión chilena haciendo soberanía y llevando a cabo todas las acciones que permiten que cada uno de nosotros se sienta más dueño de aquel territorio.



Señor Presidente, Honorables Parlamentarios:



La reforma del artículo 3° de nuestra Carta Fundamental, ubicado en el Capítulo I, "Bases de la Institucionalidad", establece la descentralización administrativa del  país y, por ende, abre las puertas de un proceso más profundo de lo que comúnmente hemos denominado "regionalización".



En efecto, lo acordado por ambas Cámaras expresa la condición unitaria del Estado de Chile. Y luego señala textualmente: "Su territorio se divide en regiones. Su administración será funcional y territorialmente descentralizada, o desconcentrada en su caso, en conformidad con la ley.".



Pareciera, entonces, que los conceptos de descentralización y desconcentración no quieren iguales dimensiones. Pero, teniendo presente la historia de esta reforma constitucional (consignada tanto en las actas de las Comisiones como en las del debate realizado en ambas Cámaras), es evidente que la expresión "descentralización" refleja en toda su profundidad el objetivo de esta iniciativa, la que no puede aprobarse sin dejar plenamente establecido tal hecho, ya que ambos conceptos, en su esencia, disponen acciones de gobierno diametralmente opuestas.



El país aspira a descentralizarse y no a desconcentrarse, por cuanto esto último ha sido la norma de Gobierno en los últimos años, la cual, si bien registra un avance en materia de administración participativa, en ningún caso (al menos desde mi punto de vista) logró el objetivo del desarrollo armónico tan añorado por todos los chilenos.



Queda en claro que la administración desconcentrada será siempre la excepción. Y ése es su exacto sentido.



Por otro lado, el intendente regional —autoridad a la que el propio programa del actual Gobierno concebía como un representante del Presidente de la República y cuya denominación surgía de una terna propuesta por el Consejo Regional— ha concluido siendo una autoridad nombrada por el Jefe del Estado, sin participación de la correspondiente Región.



Tendremos que volver a analizar este tema en él futuro, por cuanto dicho personero adquiere, a partir de la aprobación de esta reforma, una característica muy singular: será una persona o entidad que tendrá la representación plena del Gobierno en su Región, con las facultades que la nueva disposición fundamental le entregará, además de aquellas que específicamente estipule el Primer Mandatario. Sin embargo, por ser el centro que equilibra el Gobierno nacional con el regional, adquiere también las facultades de Poder Ejecutivo en todas las normas que disponga el Consejo Regional respectivo.



Por ello, parece indispensable fijar, para la interpretación futura de este precepto constitucional, lo señalado en el artículo 101, el cual, a mi juicio, no refleja en su letra el espíritu que se tuvo presente durante el debate al radicar las atribuciones en esa autoridad del Estado que ha de responder por sus acciones tanto ante la autoridad nacional como ante la regional establecida en el Consejo respectivo.



El artículo 101, en su inciso primero, señala que al intendente "le corresponderá la coordinación, supervigilancia o fiscalización de los servicios públicos creados por ley". Es evidente que tales facultades han de corresponder, sobre todo en lo referente a la fiscalización, sólo a los servicios públicos nacionales que operen en su Región. Ello debe entenderse así, por cuanto el artículo siguiente, el 102, que crea el Consejo Regional, entrega facultades fiscalizadoras a éste en el ámbito propio de la competencia del gobierno regional.



Es claro, entonces, que el intendente realizará su acción en dos planos diferentes; y en el segundo asume facultades de Ejecutivo. Por tanto, estará sujeto también a fiscalización en el cumplimiento de la norma dictada por el referido Consejo Regional.



Por ello, el inciso segundo del artículo 101, en mi opinión, debió haber establecido en su letra que "las demás atribuciones que le correspondan como órgano superior de los servicios públicos regionales serán determinados por la ley orgánica".



Creo —insisto— que en esos términos concurrimos a votar favorablemente esta reforma constitucional, ya que —abonando a lo anterior—el gobierno regional que estamos creando se halla dotado de personalidad jurídica de derecho público y tiene, por ende, patrimonio y presupuesto propios, y autoridades normativas, resolutivas y fiscalizadoras independientes en su generación del Gobierno central y, por cierto, del resto de sus pares o gobiernos regionales.



Ahora bien, referido siempre al gobierno regional, el artículo 102 sometido al conocimiento de este Congreso Pleno, en su inciso segundo, establece uno de los aspectos más trascendentes del objetivo regionalizador. Se trata de la facultad del Consejo Regional para aprobar los planes de desarrollo de la Región. Y esto es esencial. Porque si un Consejo Regional no tuviera la facultad de aprobar o resolver los planes de desarrollo regional, no habría existido razón lógica para crearlo.



Sin embargo, el inciso que analizamos señala textualmente que los planes de desarrollo estarán "ajustados a la política nacional de desarrollo". Esto —considerado obvio, por cuanto las Regiones forman un todo orgánico nacional;—, a mi juicio, tal como ha quedado redactado, limita la principal facultad del Consejo, porque cualquier plan de desarrollo sólo tendrá vigencia si la autoridad nacional lo aprueba.



En mi concepto —y tratando nuevamente de interpretar la discusión previa realizada en ambas Cámaras—, la autoridad nacional deberá debatir con la autoridad regional el plan de desarrollo integral del país, y lo nacional tendría que adecuarse para armonizar con los planes regionales. No puede ser de otra forma, pues, si primara lo expresado textualmente en el artículo analizado, simplemente no habría regionalización.

El señor VALDÉS (Presidente).— Ha terminado el tiempo de Su Señoría.

El Senador señor RÍOS.— Finalmente, todo el proceso de reforma constitucional se ha inspirado en un desarrollo armónico del país. Para ello, entre otras consideraciones, se deja consignado que todos somos responsables de un mismo destino y que cada habitante asume su responsabilidad.



Creemos —y lo señalamos en toda su profundidad— en la autonomía que la Región y el Municipio tienen para generar sus autoridades. Por tal motivo, dicha autonomía no sólo alcanza a lo meramente administrativo, sino que también llega a lo político. Ello significa que cualquier norma que se dicte en el campo político o partidista no puede sobrepasarla autonomía que hoy defendemos y que aprobaremos, por cuanto, si ello no fuese así, incurriríamos en una abierta inconstitucionalidad y todo el afán regionalizador que ahora hemos demostrado se traduciría en letra muerta.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Hago presenté a la Sala que está agotado el tiempo correspondiente a Renovación Nacional, que se excedió en dos minutos.



Tiene la palabra la Diputada señora Rodríguez, quien dispone de un minuto.

La Diputada señora RODRÍGUEZ.— Señor Presidente, señores Parlamentarios;



En nombre del Partido Humanista-Verde, quiero decir que aprobaremos esta reforma constitucional, aunque no por el tipo de acuerdo a que se llegó, ni por las modificaciones puntuales convenidas, sino básicamente porque la democratización de los municipios corresponde a un compromiso con la gente.



En este minuto concedido, no haré referencia al pasado sino al futuro.



En cada comuna habrá candidatos; se realizarán campañas; entraremos a las casas, y se elegirán un alcalde y concejales. Pero lo que realmente se logre para el país con este espacio dependerá de la manera en que se utilicen los cargos y de cómo se trabaje allí con la gente; no de los artículos y las comas de está reforma.



Por lo tanto, hago un llamado a los presidentes de partidos y a los dirigentes políticos para que contribuyan a aplicar una política coherente y responsable. Y ello significa lo siguiente:



Primero, una comprensión, la sabiduría de que el desarrollo comunal no se halla en esta Sala ni en los partidos, sino en uno de los vecinos de las comunas.



Segundo, una forma de acción, que quiere decir generar y desarrollar proyectos, no desde las cabezas dé los futuros alcaldes y concejales, sino en conjunto con la gente.



Tercero, una mirada de evaluación, asumiendo humildemente que quienes sopesan mejor el desempeño de cualquier cargo de elección no son los partidos, sino las personas, en sus sufrimientos, dolores e ideales cotidianos, y en la comprobación de si todo aquello va o no apuntando a una felicidad creciente.



Podemos decir que queremos democracia; pero la gente no experimenta democracia. Podemos decir que habrá espacios de participación; pero la gente no siente que pueda participar. Podemos decir que deseamos justicia social; pero la gente se siente discriminada.



Señoras y señores Diputados y Senadores, no olvidemos que fuera de esta Sala y de los edificios municipales hay 12 millones de chilenos, de personas, de seres humanos que no están en nuestros partidos, pero que quieren ser tratados en forma digna y humana, así como cada uno de ustedes.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Senador señor Sule.

El Senador señor SULE.— Señor Presidente, Honorables colegas:



Desde- las etapas más incipientes en la construcción de la República, el constituyente chileno otorgó al Parlamento, reunido en pleno, la facultad de tomar las decisiones que más indeleblemente han ido .perfilando nuestra historia institucional. Ha sido ello una expresión muy clara de la vocación cívica y del perfeccionamiento democrático que, más allá de toda vicisitud crítica, ha predominado notablemente en la configuración del ser nacional y de la cultura política de nuestro desarrollo como sociedad y como pueblo.



Hoy estamos una vez más frente a uno de esos grandes momentos. El marco que lo rodea y la materia de la cual se trata hacen, sin embargo, que la decisión que en esta oportunidad debemos adoptar comprometa más fuertemente que en ocasiones pasadas nuestra responsabilidad de representantes populares para con los destinos de la patria.



Nadie mejor que nosotros mismos sabe lo laborioso y nada fácil que resultó ser el , proceso que hoy culminamos. No se trata sólo de tramitar una reforma del texto constitucional que permita, lisa y llanamente, el mero retorno a una de nuestras más preciadas tradiciones cívicas, como lo ha sido la generación democrática de ese pilar básico del edificio institucional que es el municipio. Es la primera vez en nuestra historia que expresamos la voluntad de establecer en la Carta Fundamental la plena autonomía administrativa y financiera de las corporaciones edilicias. Consultamos además, a través de la creación de los Consejos Económicos y Sociales, la institucionalización de una participación más protagónica de la ciudadanía en el manejo de los asuntos públicos que más directamente la afectan, tanto a nivel comunal como provincial; y la incorporación al Texto Constitucional del concepto de "redistribución solidaria", para hacer más eficiente y justo el funcionamiento del Fondo Común Municipal, cuestión, que la bancada radical-socialdemócrata confía en que quedará plenamente garantizada a la hora de tramitar y aprobar el proyecto aprobatorio de la Ley de Rentas Municipales.



Lo anterior contribuye a completar un nuevo cuadro de la futura vida comunal, que, de este modo, podrá sustentarse firmemente en la materialización de los valores de la democracia, autonomía, participación y justicia redistributiva, para hacer de nuestro país una nación más libre, más moderna y más equitativa.



En la otra instancia intermedia de la futura estructura estatal, estimo que la figura del gobierno regional está llamada a ser una conquista histórica de nuestro desarrollo institucional. Hace ya tiempo que, en este plano, Chile estaba tensionado por el requerimiento de ponerse a la altura de lo que es una clara tendencia en Estados más modernos. Nuestro país, histórica y —yo diría— geográficamente estuvo determinado por un irresistible centralismo, el que, a todas luces, ya no es compatible con las pautas contemporáneas de desarrollo. Por tanto, pienso que al abocarnos a la discusión acerca de los términos de un fortalecimiento regional cualitativo, no hemos hecho otra cosa que sensibilizarnos ante requerimientos objetivos, tanto en el plano continental como mundial.



Cuestión clave ha sido, señor Presidente y Honorables colegas, cómo hacer compatible esta decisión de verdadero fortalecimiento regional con el carácter unitario del Estado.



Quiero valorar aquí el hecho de que durante la discusión del proyecto nadie puso en cuestión la enraizada tradición de concebir a Chile como un Estado unitario. No es que tengamos una interpretación peyorativa respecto del federalismo. Simplemente, se trata de que toda una historia nos dice que para los perfiles concretos y específicos de Un país como el nuestro, lo más indicado es que la administración y el gobierno del conjunto de la nación sean deberes constitucionales primordiales del Poder Ejecutivo; que los tres Poderes del Estado sean, también, de estructura única, y que no rija otra constitucionalidad ni legislación que aquellas que el país —a través de sus instituciones democráticas— se haya dado en su conjunto.



En ese marco, la discusión ha versado sobre cómo compatibilizar aquello con la necesidad de dotar de facultades y competencias normativas, resolutivas y fiscalizado-ras a todas las Regiones del país, que aseguren un desarrollo armónico desde Arica a Magallanes y —mediante el traspaso, gradual pero seguro, de atribuciones desde el gobierno central a los gobiernos regionales—- corrijan, desde ahora y para siempre, injusticias y desequilibrios que ostensiblemente entraban los resultados y frutos de la pujanza de la gente de las Regiones, particularmente de las más extremas.



Finalmente, deseo dejar constancia de la valoración que hacemos mi Partido, mi bancada y yo del hecho de haber llegado a esta sesión en base a un Acuerdo político, al que arribaron todas las colectividades políticas con representación parlamentaria.



A veces se ha criticado la circunstancia dé que hayamos operado de esta manera. Pero, sin lugar a dudas, ha ganado Chile entero. ¡Hemos ganado todos! Me pronuncio categóricamente en favor de las prerrogativas de este Parlamento, y rechazo cualquier instancia que pueda ir en menoscabo de ellas. No obstante, al mismo tiempo, estimo que la búsqueda del acuerdo político—llevada con altura y respeto institucional—, sobre todo si tenemos en cuenta la definición de este período como "de transición a la democracia", puede coadyuvar a la mejor realización del trabajo parlamentario.



En suma, Honorables colegas, en nombre de la bancada Radical-Social Demócrata y en el mío propio, doy nuestro voto aprobatorio al proyecto de reforma constitucional que en el día de hoy consideramos.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Senador señor Urenda.

El Senador señor URENDA.— Señor Presidente, señores Parlamentarios, el Diputado señor Juan Antonio Coloma ya ha dado a conocer la opinión general de Unión Demócrata Independiente con relación a la reforma constitucional que hoy votamos. Voy a referirme a una disposición específica del proyecto que, en caso de aprobarse, lamentablemente resultará contradictoria con el espíritu que debe animar a esta modificación del Texto Fundamental. Previamente, debo hacer dos consideraciones.



En primer lugar, en momentos en que el Congreso Pleno espera dar un efectivo impulso a la regionalización del país —por la cual he luchado toda mi vida—, estimo merecido recordar que los cimientos de este proceso surgieron en los inicios del Gobierno anterior —destaco, particularmente, la labor de CONARA (Comisión Nacional de la Reforma Administrativa)—- al redefinir el papel de la comuna y de los municipios y crear la región como nueva agrupación territorial.



Hoy estamos, entonces, consolidando el trabajo realizado durante largo tiempo por muchos hombres que unieron sus esfuerzos y capacidades para fortalecer los poderes locales y para que el crecimiento del país fuese armónico, coherente y alcanzara a todos los chilenos.



El segundo aspecto que quiero destacar es que el propósito declarado de esta reforma de profundizar la democracia —loable en sí—, afectará, y es probable que lo destruya, el sistema de participación establecido actualmente en la Constitución y materializado en los COREDES y CODECOS, los cuales, no obstante su corta vida, exhiben positivos resultados que no debieran ser eliminados, sino perfeccionados. Corren ese riesgo porque suele olvidarse que en un Estado de Derecho no siempre es índice de mayor democracia el que todos sus órganos sean representativos, y que ello también se logra diseñando procedimientos que garanticen la efectiva limitación del poder, en aras de la libertad de los ciudadanos y de su participación real a través de las organizaciones naturales de que forman parte y eliminando excesos de politización que pudieren afectar la eficiencia de órganos que deben velar por la solución de los problemas del hombre común más que por imponer criterios políticos.



Ante la necesidad de lograr un adecuado equilibrio entre ambos tipos de órganos, estimo que nuestra primera tarea debe ser dar cabida, en las normas legales complementarias de esta reforma, a disposiciones que permitan a la base social, al hombre común y sus organizaciones, influir en el actuar de los poderes comunales y regionales, «a fin de evitar que descuiden los objetivos locales.



Ahora, señor Presidente, quiero referirme específicamente a una norma cuya aprobación resultará dañina para el país, para nuestra democracia y aun para nuestro prestigio y credibilidad. Se trata de la agregación al Texto Fundamental de la siguientes disposición transitoria:



"Trigésima cuarta.— No obstante lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 54, para las elecciones de diputados y senadores qué corresponda realizar en 1993, no podrán ser candidatos los ciudadanos que resulten elegidos alcaldes, miembros de los consejos regionales o concejales en las elecciones que se celebren en 1992.".



Cabe recordar que, conforme al artículo 54 de la Constitución, existen determinadas inhabilidades para ser candidato a Diputado y Senador, aplicables a quienes, dentro del año inmediatamente anterior a la elección —salvo algunos casos relativos al momento de inscribir las candidaturas— hubieren tenido las calidades o cargos que esa disposición establece.



Eso significa que en las elecciones del 11 de diciembre de 1993 no podrán ser candidatos a Parlamentarios los alcaldes ni los miembros de los consejos regionales o los concejales que no hubieren renunciado a su cargo con un año de anticipación; vale decir, a más tardar el 11 de diciembre de , 1992:



Sin embargo, en virtud de la disposición trigésima cuarta transitoria —aprobada por mayoría política—excepcionalmente en las elecciones del 93 no podrán ser candidatos aquellas personas que hayan sido elegidas —mediante un proceso democrático— para alguno de los cargos mencionados en los Comicios de junio de 1992.



Señor Presidente, señores Parlamentarios, en caso de repetirse las votaciones que en su momento se produjeron, estaríamos aprobando una disposición excepcional que suspende los efectos de una norma permanente de la Constitución, que afectará precisamente a ciudadanos que merecieron la confianza expresa de la ciudadanía para desempeñar una importante función pública y que favorecerá a los actuales Parlamentarios que deseen postular a la reelección al eliminar a más de 2 mil potenciales competidores.



Cuando se debatió el tema en el Senado, los partidarios de este artículo formularon, básicamente, los siguientes argumentos: primero, que contribuía a despolitizar los municipios; segundo, que la ciudadanía rechazaría a aquellos alcaldes, concejales o consejeros que, electos el 92, postularen el 93; y tercero, que si se hizo ya una excepción para las elecciones del 89, bien podría hacerse otra para las del 93.



Respecto del primero, pienso que los municipios no debieran politizarse y que quienes accedan a ellos deben ser personas que se hayan destacado por su capacidad y no necesariamente por estar ligadas a un partido político. Pero la opción despolitizadora fue descartada de esta reforma al otorgar precisamente a los partidos una intervención predominante en el proceso electoral, lo que inevitablemente conducirá a la existencia de una inmensa mayoría de alcaldes, concejales y consejeros militantes, resultado imposible de conciliar con el espíritu de un municipio apolítico.



En verdad, con esta excepción lo único que se logrará será que muchas personas capaces y con vocación de servicio público no se presenten como candidatos en las elecciones de concejales al verse impedidas anticipadamente de ejercer la posterior opción de intentar ser Parlamentarios. Luego, no se despolitizará el municipio, pero sí se le privará de contar con el aporte de ciudadanos distinguidos, sin perjuicio de cerrar —sin motivo— las puertas del Congreso a muchos potenciales Parlamentarios.



En cuanto al segundo argumento —relativo al hecho, desde luego supuesto, de que la ciudadanía no vería con buenos ojos que quien se presentó como candidato a concejal, alcalde o consejero y resultó electo renuncie para optar a un cargo en el Parlamento, lo que obligaría a cerrarles esa posibilidad—, creo que implica no sólo un exceso de pretensión, sino también atribuirnos una función que no nos corresponde, cual es la de interpretar anticipadamente —y según nuestro criterio— el sentir de la ciudadanía y resolver nosotros lo que sólo a ella compete. En buenas cuentas, estaríamos asumiendo la función de tutores del electorado, decidiendo por éste y -—lo que es peor— resolviendo en una forma que favorece a quienes hoy nos desempeñamos como Parlamentarios.



Cabe agregar que la circunstancia de tar a un cargo de concejal o de alcalde, iniciar Una carrera política, no es en absoluto extraña o ajena a nuestra historia. Dejemos, pues, que la ciudadanía resuelva soberanamente si en la candidatura de un alcalde o concejal existe algo indebido, o si, por el contrario, un buen desempeño en tales puestos justifica su legítima pretensión, de incorporarse al Parlamento.



Con todo, estimo que el peor argumento para validar esta disposición transitoria que contempla una situación extraordinaria es aducir que, si se hizo una excepción el 89, no tendría por qué no hacerse ahora. El real fundamento de las excepciones hechas en 1989 al sistema de inhabilidades fue el de reducirlas o eliminarlas para dar facilidades a fin de que el mayor número de ciudadanos, con interés en participar en la vida política, pudieran llegar al Parlamento, aunque antes hayan ocupado cargos políticos o gremiales.



Esas modificaciones permitieron ser candidatos a muchos de los que hoy día somos Diputados o Senadores.



¿Y ahora qué se hace?



Se introducen nuevamente enmiendas, pero esta vez no para ampliar el número de posibles candidatos, sino exactamente para lo contrario: impedir que muchos ciudadanos que merecieron la confianza popular puedan optar a cargos parlamentarios en 1993, en lucha con los actuales Senadores o Diputados que busquen su reelección. Es decir, en 1989 fuimos beneficiados al facilitarse nuestro acceso al Congreso con la suspensión de determinadas inhabilidades y hoy volveríamos a serlo al impedirse, por una excepción de signo opuesto, que personas con mucho mérito puedan lograrlo.



No deseo afirmar que quienes votaron la disposición que ataco lo hayan hecho con un criterio tan egoísta como equivocado. Pero los que desempeñamos cargos de representación popular tenemos la obligación de actuar siempre en forma tan transparente que no quede siquiera la sombra de una duda, especialmente cuando se trata de requerir la confianza de la ciudadanía.



De ahí, entonces, que a criterio de esta bancada, de mi Partido, existe un imperativo moral de no aprobar una norma excepcional que, cualesquiera que sean las razones que la justifiquen, indudablemente va a favorecer a quienes hoy integramos este Parlamento.



Por lo demás, es evidente que entre los más de 2 mil concejales o alcaldes habrá sólo algunas decenas que sientan la vocación y crean contar con respaldo para llegar al Congreso, lo que no tiene por qué producir ningún trastorno grave al régimen municipal.



No olvidemos que en democracias tan avanzadas como la francesa hasta el día de hoy son compatibles los cargos de concejales y de alcaldes con los de Parlamentarios, porque se estima que son esferas distintas de acción. Y estoy cierto de que ello no puede ser considerado como un baldón para Francia.



Distinguidos colegas, sabia y prudentemente, el constituyente estableció el plazo de 60 días para que, después de aprobado un proyecto de reforma constitucional, se reúna el Congreso Pleno. Ése plazo persigue, ante la trascendental decisión de modificar las normas superiores de la jerarquía jurídica, cuya inmutabilidad se busca aumentando la dificultad de los requisitos para hacerlo, no sólo que se reflexione sobre la magnitud del paso, sino que simultáneamente se ponderen la reacción y sentimientos de la ciudadanía y todo ello permita, con una visión distinta de la que se tuvo en su momento, una modificación de la decisión y del voto.



Señores Parlamentarios, aún es tiempo para evitar la consumación de un error que no prestigiará a este Parlamento.



En lo que corresponde a la UDI, votaremos en contra de agregar a la Constitución la trigésima cuarta disposición transitoria incluida en el proyecto e invoco el elevado espíritu de los señores Parlamentarios para que también lo hagan.



Si no fuera así, pido ya, desde aquí, que Su Excelencia el Presidente de la República ejerza el derecho que le otorga ra Carta Fundamental para vetar parcialmente la reforma.



La ocasión lo amerita y justifica.



Señor Presidente, para que haya un pronunciamiento claro sobre la disposición que he objetado, solicito, en nombre de mi Comité, que dicha norma se vote separadamente del resto del artículo transitorio del proyecto.



He dicho.

El señor VALDÉS.(Presidente).— En el tiempo cedido por el Senador señor Alessandri—tres minutos y medio—, tiene la palabra el Diputado señor Valcarce.

El Diputado señor VALCARCE.— Señor Presidente, Honorables colegas, en la discusión de esta reforma constitucional presenté una indicación que introducía modificaciones al artículo 45 de la Carta Fundamental tendientes a la creación de una nueva región, la que desgraciadamente fue rechazada. Ella tenía un ,trasfondo particular, que para Arica y Parinacota es de vital importancia, pues considero que la actual reforma, si bien permite acentuar el sistema de regionalización y descentralización del país, en el caso concreto de esas provincias no entrega la solución adecuada para el desarrollo del extremo norte de la patria, toda vez que al interior de la Primera Región continuará una segunda centralización. El problema de distancia entre Arica y la capital regional siempre será una situación insalvable.



Manifesté en dicha oportunidad que el Estado chileno debía tomar conciencia de lo sensible que es para la soberanía nacional la situación de ambas provincias, hoy muy deprimidas, y que sólo pasaron a constituir parte de nuestro territorio; nacional hace Ulanos.



Señor Presidente, voy a votar favorablemente esta reforma. Pero quiero dejar constancia de que, cuando hablamos de regionalización y descentralización, jamás debemos olvidarnos de aquellos lugares de nuestro territorio dé gran importancia estratégica, como Arica, Parinacota, Isla de Pascua, Chile Chico y Magallanes, que siempre serán zonas expuestas a contingencias y oposición de intereses internacionales para éste y cualquier otro Gobierno de la República.



Formulo votos por que en el futuro se recoja éste principio fundamental.



Consecuente con la vocación regionalista de los Parlamentarios de mi bancada, deseo valorar el impulso al proceso de descentralización y desconcentración, que va en beneficio del desarrollo de las regiones, materia en la cual mi Partido, Renovación Nacional, ha tenido, y seguirá teniendo, un rol protagonice.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).-^- Corresponde el uso de la palabra al Diputado señor Villouta, el último orador inscrito.

El Diputado señor VILLOUTA.— Señor Presidente; en primer lugar, quiero rectificar lo aseverado recientemente por el Diputado señor Valcarce, por cuanto fueron los Senadores señores Valdés y Palza quienes presentaron la indicación al artículo 45, y en el Senado los Parlamentarios de Renovación Nacional pidieron votación secreta para poder resolverla.



Deseo expresar algunos conceptos que es necesario hacer resaltar porque algunos colegas, en sus apreciaciones triunfalistas, olvidan que su posición intransigente impidió que las ideas democráticas quedaran más firmemente reflejadas en esta reforma que vamos a aprobar.



El hecho de que hayamos tenido que aceptar un par de concejales en las diversas comunas de Chile es sólo el frío y calcula-dor reflejo de la politiquería de los sectores de Derecha, puesto que ellos sabían —y saben— que el número impar de concejales desde siete hacia arriba les quitaba la posibilidad de empatar con los candidatos de la Concertación, o de ganar varios municipios.



Su actual exigencia, para seguir con las reformas legales que aún faltan, de que los alcaldes en funciones no renuncien, o lo hagan con el menor plazo posible, es sólo el resultado de su afán de poder ocupar una vez más todo el aparataje que tienen montado esos ediles en sus tres años, o más, de gobierno. Ésta exigencia, o posición, no se compadece con la petición expresa del Presidente de la República para que quienes deseen optar a cargos de concejales apoyados por la Concertación y sean Intendentes, Gobernadores, Secretarios Regionales Ministeriales o funcionarios de su confianza renuncien a sus puestos antes de ser candidatos.



Reiteramos que, gracias al inconfundible deseo democratizador de la Concertación, este proyecto será hoy aprobado, ya que, pese a la injusticia de los apabullantes requisitos mencionados, nos pronunciaremos a favor de esta reforma. Está claro que el año pasado el Senado no quiso aprobar la iniciativa anterior al no ceder en sus posiciones, porque no era un afán democratizador la bandera que ellos enarbolaron en ese tiempo, como hoy lo dicen.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Corresponde efectuar las votaciones.

El señor Secretario va a comprobar el quórum.



Hay 143 señores Parlamentarios en la Sala, de modo que hay quórum de votación.



La Mesa propone el siguiente procedimiento: pronunciarse en conjunto sobre el articulado integral del proyecto y, en seguida, separadamente, por haber sido objeto de peticiones para dividir la votación, el inciso segundo de la disposición trigésima ter-cera y la disposición trigésima cuarta, ambas contenidas en el artículo transitorio de la iniciativa.

El Diputado señor ESTEVEZ.— Pido la palabra, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).— Puede hacer uso de ella, señor Diputado.

El Diputado señor ESTEVEZ.— Señor Presidente, me parece que no corresponde dividir la votación en una instancia como ésta. Entiendo que, de acuerdo con la interpretación del artículo 117 de la Constitución, en esta oportunidad debe acogerse o rechazarse el proyecto de reforma constitucional que la Cámara de Diputados y el Senado de la República aprobaron, luego de discutirlo, con arreglo a los quorum que la Carta Fundamental consagra. Ambas Cámaras, reunidas en Congreso Pleno sesenta días después de haber dado su asentimiento a este proyecto, deben ratificarlo o no por simple mayoría. Dividir la votación en algunos puntos nos puede llevar a un conjunto de contradicciones que, en verdad, creo que van en contra del espíritu de la Constitución. Lo que corresponde en esta ocasión, conforme a la normativa constitucional, es que el Congreso Pleno ratifique un conjunto integrado de disposiciones.



Si en esta reforma constitucional o en cualquier otra se propone cambiar seis artículos de la Carta, y se acuerda por ejemplo, cumpliendo el quórum exigido, modificar el artículo 4° y también el 6°, podría producirse el fenómeno de que aquello que se aprobó con los dos tercios de la votación, fuera luego desechado por simple mayoría.



Por esa razón, señor Presidente, me parece que la Constitución sabiamente establece que un proyecto de reforma sancionado por ambas Cámaras debe someterse a la ratificación del Congreso Pleno 60 días después.



A mi juicio, lo que Su Señoría debe poner en votación es el texto que la Cámara de Diputados y el Senado proponen; de lo contrario, en esta ocasión podría aprobarse un texto substancialmente distinto del despachado por ambas ramas del Parlamento.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Diez.

El Senador señor DÍEZ.— Señor Presidente, concuerdo plenamente con lo expresado por el señor Diputado que me precedió en el uso de la palabra.



La Constitución Política señala que el Congreso Pleno tomará conocimiento del proyecto de reforma constitucional y procederá a votarlo sin debate.



Existe un informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, de 1965, que estimo equivocado si se compara con el texto lógico y claro de la Carta, que dice: "tomarán conocimiento de él y procederán a votarlo sin debate.".



Por otra parte, considero absolutamente ajustado a la tramitación normal de un proyecto de reforma constitucional el razonamiento del señor Diputado que me antecedió, porque sólo así pueden las dos Cámaras aprobar o rechazar una materia y pronunciarse al respecto.



Aquí se ha presentado una iniciativa que pasó por todos los trámites de Comisiones de ambas ramas del sistema bicameral, y que fue aprobada en ellas.



Lo que pretende la norma constitucional es dar un período de reflexión sobre dicho proyecto, separado de los informes, para que pueda estudiarse con tiempo. Y lo que ahora debemos hacer es pronunciarnos en general, en una sola votación, respecto de una materia que fue objeto de una tramitación acabada en la Cámara de Diputados y en el Senado.



Por eso, señor Presidente, creo que la Mesa debe consultar a la Sala —porque existen dudas, por lo menos en la interpretación— si es admisible o no dividir la votación en un proyecto de reforma constitucional.



Estimo que la sola lectura de la Constitución —dice: "y procederán a votarlo sin debate."— es de suma claridad en el idioma castellano, y —reitero— considero equivocado el informe de 1965.

El señor VALDÉS (Presidente).— A juicio de la Mesa, no corresponde conceder el uso de la palabra, porque, precisamente, la Ley Fundamental establece que durante la votación no puede haber debate.



Por otro lado, debo hacer presente que no coincidimos con las expresiones vertidas en la Sala recientemente.



De acuerdo con las disposiciones vigentes, en la sesión de Congreso Pleno rige el Reglamento del Senado —jamás ha habido discusión sobre la materia—, que en el artículo 149 señala: "Cualquier Senador podrá pedir que se divida una proposición antes de empezar su votación.".



Por otra parte, no pueden dejarse de lado los precedentes: la Constitución de 1925 establecía la misma disposición que estamos aplicando hoy, y ella fue interpretada...

El Senador señor DÍEZ.- Mal interpretada.

El señor VALDÉS (Presidente).— ...en dos reformas constitucionales —en 1943 y en 1969—, y en ambos casos hubo votaciones separadas de diversos artículos. En la última oportunidad se adoptó tal procedimiento en atención a un informe especial elaborado con anterioridad por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia del Senado, en el que intervinieron profesores.



A nuestro juicio, no cabe duda de que ésa es la interpretación que debe aplicarse ante una reforma que contiene diversas materias que, si bien se unen en el concepto, son distintas en cuanto a su ejecución.



Por último, hay otro antecedente. La Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional exige votación conjunta en una sola oportunidad, y lo hace en términos muy precisos. El artículo 31 dice: "No podrán ser objeto de indicaciones, y se votarán en conjunto, las proposiciones que hagan "la comisiones mixtas.". En ninguna otra parte indica que deba votarse en bloque, y, por lo tanto, queda vigente la norma que establece la posibilidad de dividir la votación.



En consecuencia, ésta es la posición de la Mesa. Si no hay acuerdo en torno de ella, someteré a votación la materia. Pero me parece perfectamente constitucional la solicitud hecha en el sentido de votar en forma separada algunos artículos.

El Senador señor ZALDÍVAR.— ¿Me permite una aclaración, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— No puede haber debate sobre la materia, señor Senador, de manera que, si no hay acuerdo, deberá votarse.

El Senador señor ZALDÍVAR.— Creo que todos los informes de la Comisión de Legislación a que se ha hecho referencia fueron elaborados bajo un texto constitucional distinto. Los quórum no son los mismos. La Constitución de 1925 exigía quórum simple, mientras que la de 1980, quórum calificado de dos tercios. Y si Su Señoría somete el proyecto a votación separada, la contradicción que ha señalado el Diputado señor Estévez existe, porque, al no haber ratificación...

El señor VALDÉS (Presidente).—El texto era exactamente igual, con una palabra de menos, y ése es el problema de la Constitución del 25. Sin embargo, la Mesa no va a entrar en debate sobre el punto.



Por consiguiente, se procederá a votar si se puede o no dividir la votación en este proyecto de reforma constitucional. De acuerdo con las normas vigentes, cada señor Diputado o Senador tendrá derecho a fundamentar su voto.

El Diputado señor COLOMA.— Hay un acuerdo de Comités expreso al respecto, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).— La Mesa no lo ha recibido.



Hago presente que en este momento se me ha hecho llegar un documento que refleja el acuerdo unánime de los Comités de ambas Cámaras, y que dice: "Se votarán en forma separada aquellas normas con respecto a las cuales algunos de los oradores, a nombre de su bancada, hayan solicitado la respectiva división.".



Sin embargo, si bien tiene fecha, carece de firma.



Se pondrá, entonces, en votación si en este proyecto de reforma constitucional cabe votar separadamente cada artículo o los artículos que corresponda —porque así se ha solicitado—, o si debe existir un pronunciamiento en bloque.



En votación.

El señor LAGOS (Prosecretario).— Los señores Parlamentarios cuya opinión es que un proyecto de reforma constitucional puede dividirse en su votación han de pronunciarse por la afirmativa, y los que consideran que no, por la negativa.



—(Durante la votación).
El Senador señor GAZMURI.— Deseo fundar mi voto negativo en el entendido de que estamos resolviendo el modo de pronunciarnos acerca de esta reforma, y no una cuestión de orden constitucional que, a mi juicio, es bastante discutible. Se trata de materias distintas.



Creo que hay sólidas razones en la interpretación que ha dado-la Mesa. Sin embargo, me parece que, por su origen, por la forma como se discutió y negoció políticamente, es conveniente votar así la reforma constitucional en esta ocasión. Pero—^reitero—quiero precisar que, a mi juicio, no estamos prejuzgando sobre la controversia constitucional.



Voto que no.

El Senador señor HORMAZABAL— Con la prevención formulada por el Honorable señor Gazmuri, voto que no.

El Diputado señor MOLINA (don Jorge).-— Concordando con la argumentación del Senador señor Gazmuri, voto que no.

El Diputado señor PALESTRQ.— Me pronuncio en igual forma que mi "Camarada" el Honorable señor Jarpa: ¡No!

El Senador señor JARPA.-— ¡Quiere decir que esta aprendiendo.;.!

El Diputado señor PALMA (don Andrés).— Esta es una materia de carácter reglamentario que incide en otros procesos de reforma constitucional. En este caso, el proyecto que nos ocupa constituye un conjunto, por lo cual debiera ser también votado como un solo todo. Sin embargo, considero que, reglamentariamente, es posible pronunciarse en forma separada respecto de las distintas materias.



Por lo tanto, voto que sí.

El Senador señor RÍOS.— Deseo, brevemente, fundar mi voto.



Creo que el antecedente que los Parlamentarios aquí presentes debemos considerar para los efectos de la votación se relaciona necesariamente con la primera sesión de Congreso Pleno celebrada por el Parlamento con posterioridad al 11 de marzo, específicamente el 23 de marzo de 1991, ocasión cuando se votó el proyecto de reforma constitucional sobre indulto, amnistía y libertad provisional.



Desde mi punto de vista, en esa oportunidad quedó establecida la interpretación de las normas constitucionales y reglamentarias. Tengo a la mano la publicación oficial de dicha sesión, en la que es posible advertir que gran número de Parlamentarios manifestaron sus inquietudes acerca de la iniciativa, y que varios de ellos —concretamente, cuatro— precisaron en sus intervenciones que votaban que sí o que no por razones diversas; entre ellas —la leeré textualmente— se encuentra la siguiente: "...la necesidad de votar en un solo todo la reforma constitucional que debemos considerar en Congreso Pleno".



En consecuencia, señor Presidente, las posiciones referidas a este aspecto ya fueron establecidas por el Congreso.



Por tal motivo, mi opción es no.

El Senador señor ROMERO.— Voto que no, por la prevención formulada por el Honorable señor Gazmuri.

La Senadora señora SOTO.— Con la misma precisión del Honorable señor Gazmuri, voto que no.

El Senador señor THAYER.— Señor Presidente, Honorables colegas, aun cuando se trata de un asunto que ya está claramente resuelto—en mi opinión, equivocadamente—, me parece importante que el Congreso Pleno se imponga de algunos elementos por los cuales, en conciencia, ciertos Parlamentarios votaremos a favor.



Primero: la norma general de las votaciones en el Congreso, en cualquier tipo de ley, es la posibilidad de dividir la votación.



Segundo: cuando se trata de normas de quorum calificado, expresamente la Ley Orgánica del Congreso Nacional obliga a votar en forma separada cada disposición.



Tercero: existe sólo una oportunidad en que se establece la votación en bloque de una norma, y es cuando se pronuncia con respecto a proposiciones de las comisiones mixtas.



Cuarto: el propio artículo 117 de la Constitución Política que nos rige se refiere a "El proyecto que apruebe la mayoría del Congreso Pleno pasará al Presidente de la República", usando una terminología distinta a la del artículo anterior, que habla de la iniciativa que trata cada una de las Cámaras.



En consecuencia, por ser un precepto absolutamente excepcional el que obliga a votar en bloque; por estar consignada expresamente la norma que constriñe a votar separadamente las disposiciones de quórum calificado, y por requerirse específicamente en la Constitución quórum calificado, voto que sí, señor Presidente.

El Senador señor URENDA.—, Quiero fundamentar mi voto, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra, Su Señoría,

El Senador señor URENDA.— Señor Presidente, Honorables colegas, en primer lugar, debo lamentar que haya existido un acuerdo previo, unánime —basado en las disposiciones citadas por el señor Presidente y por el Senador que me precedió en el uso de la palabra—, en virtud del cual se admitió pedir división de la votación, y que ahora, cuando se conoce concretamente cuál fue la división que se solicitó, se proceda a un cambio. Obviamente, eso no nos prestigia.



Sin embargo, señor Presidente, quiero referirme a algunos argumentos de fondo.



Se ha dicho aquí que la reforma constitucional tiene un período de 60 días de espera y reflexión. Y, aparentemente, esta reflexión debe ser totalitaria: o lo encontramos todo bueno, o lo encontramos todo malo. Pero lo natural es que ese período permita determinar si la aceptación es total o parcial.



Por lo demás, la sola circunstancia de que algunos distinguidos Parlamentarios hayan hecho una prevención demuestra que ellos estiman que, en el fondo, cabe esa división.



Pero quiero decir que, aparte del acuerdo global por el cual nos regiríamos ahora, existe algo más: se trata de disposiciones transitorias ajenas al resto y que no afectan a la Constitución como tal.



Por último,  estimo  que  el  Congreso, que se queja de contar con pocas facultades, nuevamente se las vuelve a reducir por sí mismo. El Presidente de la República puede vetar este proyecto de ley total o parcialmente, en un artículo o en cinco, y hacerle agregados. Y nosotros nuevamente nos "achicamos" y decimos que este Congreso Pleno no tiene atribuciones para modificar lo que pudo haber acordado antes, hace 60 días. Y no se diga que los quórum son distintos, porque, indudablemente, podría ser rechazado ahora con una mayoría simple, no obstante que en la Cámara y en el Senado hubo aprobación por los dos tercios.



Por ello, quiero dejar constancia de que es lamentable lo que aquí ha ocurrido. Eso implica impedir un pronunciamiento sobre un problema concreto que interesa a la opinión pública. Y estamos sentando un pésimo precedente, porque de nuevo, por nuestra propia iniciativa, procedemos a cercenar nuestras facultades, que las sabemos escasas.



Voto que si, señor Presidente.

El Diputado señor VIERA-GALLO.— Señor Presidente, creo que son pocas las ocasiones en que las mayorías renuncian a ejercer su facultad. Pienso, además, que no puede interpretar la Constitución un día blanco, y otro, negro. Y desgraciadamente los precedentes en materia constitucional tienen su peso, como lo ha señalado el propio Senador señor Ríos.



En ese sentido, y configurada la mayoría en la forma que aquí se ha expresado esta tarde, me parece que lo más correcto sería recurrir al Tribunal Constitucional, para que determinara cuál es la norma que siempre, en cualquier ocasión, ante cualquier proyecto, independientemente dé las mayorías y de las minorías ocasionales, debe regir en materia de Congreso Pleno.



Por lo tanto, voto que sí.

El señor VALDÉS (Presidente).— Terminada la votación.

El señor LAGOS (Prosecretario).— Resultado de la votación: 122 votos por la negativa y 21 por la afirmativa.


Votaron por la negativa los Senadores señores Calderón, Díaz, Diez, Freí (don Arturo), Freí (doña Carmen), Freí (don Eduardo), Gazmuri, González, Hormazábal, Jarpa, Lagos, Larre, Lavandero, Letelier, Martin, Navarrete, Núñez, Páez, Palza, Papi, Pérez, Prat, Ríos, Romero, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Siebert, Soto, Sule y Zaldí-var, y los Diputados señores Acuña, Aguiló,-Alessandri, Álvarez-Salamanca, Araya, Bayo, Bombal, Bosselin, Caminondo, Campos, Cantero, Caraball, Cardemil, Carrasco, Cerda, Concha, Cornejo, Chadwick, Devaud, Dupré, Elgueta, Elizalde, Escalona, Espina, Estévez, Faulbaum, Gajárdo, García (don Rene), García (don José), Hamuy, Horvath, Huenchumilla, Hurtado, Jara (don Sergio), Jara (don Octavio), Jeame, Kuschel, Kuzmi-cic, Latorre, Leblanc, Letelier, Longton, Maluenda, Martínez (don Gutenberg), Martínez (don Juan), Matta, Mekis, Molina, Montes, Morales, Munizaga, Muñoz (don Roberto), Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Navarrete, Ojeda, Olivares, Ortega, Ortiz, Palestro, Palma (don Joaquín), Peña, Pérez (don Juan Alberto), Pérez (don Ramón), Pizarro (don Sergio), Prochelle, Prokurica, Rebolledo, Reyes, Ringeling, Rocha, Rodríguez (don Claudio), Rodríguez (don Hugo), Rodríguez (doña Laura), Rojo, Rojos, Sabag, Salas, Seguel, Sota, Soto, Sotomayor, Taladriz, Tohá, Urrutia, Valcarce, Valenzuela, Velasco, Vilches, Vilicic, Villouta y Yunge.



Votaron por la afirmativa los Senadores señores Alessandri, Cantuarias, Fernández, Mc-Intyre, Sinclair, Thayer, Urenda y Val-dés, y los Diputados señores Bartolucci, Coloma, Correa, Guzmán, Leay, Longueira, Masferrer, Melero, Orpis, Palma (don Andrés), Pérez (don Víctor), Ulloa y Viera-Ga-llo.



El   señor  VALDES   (Presidente).—  En consecuencia, la votación no se va a dividir en este acto...

El Senador señor GAZMURI.— En esta oportunidad.

El señor VALDÉS (Presidente).— Cada sesión tiene un objeto preciso. No estamos sentando precedentes más allá de la naturaleza que de ellos emana.



Por lo tanto, se somete a votación el proyecto con su articulado completo.

El Senador señor ZALDIVAR.— ¡Aprobémoslo por unanimidad, señor Presidente!

El señor VALDÉS (Presidente).— Si le parece a la Sala, se daría por aprobado...

El Senador señor THAYER.— Con mi abstención, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).— Con la abstención del Senador señor Thayer...

El señor ALESSANDRI.— Y con la mía, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).— ...y la de los Senadores señores Alessandri y Urenda.



Si se estima del caso, se llamaría nuevamente a votación; sin embargo, creo que, las abstenciones no son tan numerosas.



¿Se aceptaría consignar nominativamente las abstenciones y los votos en contra?



Hago presente que ya han manifestado su abstención los Senadores señores Alessandri, Thayer, Urenda, Fernández...

El Diputado señor ELIZALDE.— Señor Presidente, yo tenía pensado realizar mi intervención dentro de los cinco minutos que me corresponden. Los acuerdos de Comités no rigen tratándose de reformas constitucionales.



He aceptado el procedimiento...

El señor VALDÉS (Presidente).— Estamos en votación, señor Diputado, de modo que no podemos salimos de ella.

El Diputado señor ELIZALDE.— ¡Pero tengo que votar, señor Presidente!

El señor VALDÉS (Presidente).— La Mesa está consultando lo siguiente: resuelto el tema de que no puede dividirse la votación, pregunto si hay acuerdo para aprobar todo el articulado del proyecto. Ya han expresado su abstención algunos señores Senadores. Yo no quisiera tener que llamar de nuevo, uno por uno, a todos los Parlamentarios. Consulto a la Sala si se daría por aprobado el texto, con las abstenciones y votos negativos que se señalen.

El Diputado señor ELIZALDE,— Yo no doy la unanimidad, señor Presidente, a menos que se me escuche.

El señor VALDÉS (Presidente).— No s trata de unanimidad, señor Diputado, sino de decidir si dejamos establecidos los votos en contra y las abstenciones sin necesidad de preguntar a todos los Parlamentarios.



Si no hay acuerdo en ese sentido, se procederá a tomar la votación.



Se vota si se aprueba o se rechaza, íntegro, el proyecto de reforma constitucional. No habrá fundamento de voto.

El Senador señor SULE.— Quiero plantear una moción de orden, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Senador señor Sule.

El Senador señor SULE.— Señor Presidente, existe acuerdo para dejar constancia de las abstenciones y de los votos negativos. ¿Para qué vamos a estar votando de nuevo durante media hora, si ya se sabe el resultado?

El señor VALDÉS (Presidente).— A la Mesa le pareció que no había consenso al respecto.



Si le parece a la Sala, sólo se dejará constancia de quienes estén en contra o se abstengan.



Acordado.



—Votaron por la negativa los Senadores señores Mc-Intyre y Sinclair, y se abstuvieron los Senadores señores Alessandri, Cantuarias, Fernández, Thayer y Urenda, y los Diputados señores Bartolucci, Guzmán y Masferrer.
El señor VALDÉS (Presidente).— Por lo tanto, queda aprobado el proyecto de reforma constitucional, dejándose constancia de que se ha reunido el quórum respectivo.



Se levanta la sesión.



—Se levantó a las 15:24.
Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción del Senado







